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ANEXO: TEXTO LEY 6/1998, DE 13 DE ABRIL, SOBRE RÉGIMEN EL 

DEL SUELO Y VALORACIONES

I.- INTRODUCCIÓN
1.1.-  PANORAMA URBANÍSTICO ESPAÑOL


El panorama del Derecho urbanístico español ha sufrido un importante cambio a lo largo de los dos últimos años, varios han sido los factores determinantes de éste, aunque podemos sintetizar, en nuestra opinión, en tres fundamentales: En primer lugar, la profunda crisis legislativa que se produce con la derogación en gran parte del Texto refundido del 92 por el Tribunal Constitucional; en segundo, una tendencia liberalizadora del mercado del suelo del nuevo gobierno de la nación, que se plasma en una voluntad reformadora de la normativa del suelo, y, en tercer lugar, la evolución de las tendencias de la ciencia urbanística, que procuran dar soluciones, fundamentalmente de gestión, al estancamiento del urbanismo tradicional. Analizaremos estos tres factores por separado.

1.1.1.- Sentencia del Tribunal Constitucional 61/97


La sentencia del Tribunal Constitucional 61/ 1997 causó una mayor conmoción de la esperada en el panorama urbanístico, al derogar, en gran medida el  texto refundido de 1.992, por considerarlo inconstitucional. 

Haciendo una síntesis breve de la sentencia, ésta parte de que la distinción fundamental y en esencia entre la competencia estatal y la autonómica que se realiza en base a la separación entre el estatuto de la propiedad urbana, competencia del Estado y el urbanismo, competencia de las CC.AA. 


Significa esta distinción conceptual que la competencia estatal, consecuentemente la legislación dictada al amparo del art. 149.1.1º, solo tiene por objeto garantizar  la igualdad en las condiciones de ejercicio del derecho de propiedad urbana y el cumplimiento de los deberes inherentes a la función social, pero no, en cambio, la ordenación de la ciudad, el urbanismo en sentido objetivo. A través de esas condiciones básicas, por tanto,  no se puede configurar el modelo de urbanismo que la Comunidad Autónoma y la administración Local, en el ejercicio de sus respectivas competencias, ha de diseñar, ni tampoco definir o predeterminar  las técnicas  o instrumentos urbanísticos.


Con este criterio inicial como punto de partida, en la sentencia se hace un estudio competencial pormenorizado, en función de la clasificación de normas que la Disposición Final Única del Texto Refundido del 92 realizaba, según se trate de disposiciones de aplicación básica, plena y supletoria.

· - En relación a la afirmada competencia estatal de carácter pleno y básico, se indica, por un lado que se confunde el concepto de legislación básica y el establecimiento de “condiciones  básicas” que es a lo único que autoriza el artículo 1491.,1º, no autorizándose fundamentalmente mediante el criterio de densidad normativa que se pormenoricen estos criterios básicos de tal manera que pierdan este carácter y no puedan ser desarrollados por las CC.AA.;   y, por otro, que la categoría de normas de aplicación plena no tiene correspondencia con el texto constitucional, por lo que se entiende que se referirán a normativa en función de competencias exclusivas estatales, y por tanto al contenido del derecho de propiedad y no, como se ha indicado, al urbanismo.

· - En relación al carácter supletorio se parte de un criterio apuntado en alguna otras sentencias en virtud del cual hay que reducir el concepto de supletoriedad a sus justos términos, cuya operatividad corresponde determinar a partir de la norma reguladora del ámbito material en el que se va a aplicar el derecho y no desde éste, es decir, como función referida al conjunto del ordenamiento jurídico, cuyo valor debe obtenerse por el aplicador del Derecho a través de las reglas de interpretación pertinentes, incluida la vía analógica, y, como indica literalmente la sentencia, “no ser impuestas directamente por el legislador desde normas especialmente aprobadas con tal exclusivo propósito, para incidir en la reglamentación jurídica de sectores materiales en los que el Estado carece de todo título competencial que justifique dicha reglamentación”, es decir que no se pueden dictar preceptos con la finalidad exclusiva de su aplicación supletoria en el caso de no existir legislación autonómica, como se ha hecho en el TR92. 


La consecuencia practica de los criterios apuntados en la sentencia son variadas:

1.- Estructura de forma más clara la competencia entre el Estado y las CC.AA., estableciendo que:

- Al Estado le compete fundamentalmente la definición del estatuto de la propiedad urbana y las consecuencias inmediatas del mismo en el cumplimiento de los deberes inherentes a la función social, como la valoración del suelo y los procesos de expropiación e indemnización, así como los criterios procedimentales y las relaciones urbanismo / Registro de la Propiedad.

- A las Comunidades Autónomas, les corresponde el urbanismo, es decir, la ordenación de la ciudad, en sus facetas tradicionales de planeamiento y gestión.
 

2- Declarará inconstitucionales casi dos terceras partes del R.D.L. 1/92, y suprime la derogación que este hace de la legislación anterior, volviendo a estar en vigor la Ley del 76 y los reglamentos, normativa preconstitucional.

Ante esta situación peculiar, urgía a los distintos implicados en el urbanismo, Estado y CC.AA., dictar normativa de desarrollo de su competencia, con el objeto de dotarse de una legislación con criterios actuales y que amparase los procesos en vigor. Analizaremos la actuación de cada una de ellas: 

- Las Comunidades Autónomas:  


La respuesta ha sido diferente en las Comunidades, según tuvieran o no desarrollada su competencia legislativa en materia de urbanismo.


Así, algunas Comunidades, tales como Valencia, Madrid o Galicia, que cuentan con una normativa bastante completa se han visto poco afectadas ya que, o bien, regulaban de forma distinta que el Texto Refundido del 92 aquellas materias, que según sus competencias podían normar, o bien, se remitían  o  hacían suya la normativa estatal, siendo solo necesario realizar ciertas adaptaciones; o como Cataluña que al no aplicar nunca el Texto Refundido no le afectado la sentencia. 


Por contra, la mayor parte de las Comunidades Autónomas no tenían sino regulaciones parciales y puntuales por lo que con la desaparición en gran medida el Texto Refundido del 92 y la puesta en vigor de nuevo del 76, se encontraban con un planeamiento que no era conforme a la legislación actualmente en vigor. Por ello era necesario disponer con urgencia de una normativa urbanística completa. 

La opción que han seguido la mayor parte de las CC.AA. ha sido la publicación de una ley de medidas urgentes, asumiendo como propio el derecho estatal existente con anterioridad a la sentencia constitucional y planteando a más largo plazo la realización de una Ley Autonómica específica. 


Esta normativa ya ha sido objeto de estudio en profundidad en el Boletín nº 46 al que nos remitimos. 

- El Estado: 

El Estado por su parte, que estaba inmerso ya en un proceso de modificación legislativa, el R.D.Legislativo 5/96 y la Ley 7/97 (de 14 de abril, de Medidas Liberalizadoras en materia de Suelo y de Colegios Profesionales) y se vió obligado a adaptar su proyecto para adecuarlo a los considerandos de la sentencia e introducir distintas cuestiones técnicas, si bien a su nueva regulación se le siguen achacando, por parte de diversos agentes sociales, la regulación de aspectos que científicamente podían corresponder a las CC.AA. de acuerdo con los criterios del Tribunal Constitucional. 

1.1.2.- Nuevo gobierno con tendencia liberalizadora y flexibilizadora del mercado del suelo 


El nuevo gobierno apunta una tendencia liberalizadora y flexibilizadora del mercado del suelo para conseguir un abaratamiento del precio de la vivienda. Esta línea comenzó, como ya se ha indicado, con el Real Decreto Legislativo 5/96 y su convalidación, la Ley 7/97, sobre medidas Liberalizadoras en materia de Suelo y Colegios profesionales y culmina con la actual Ley 6/1998.


Esta línea liberalizadora la plasma perfectamente la Exposición de Motivos de la Ley que indica que: 

“Las sucesivas reformas de nuestra legislación urbanística han ido incrementando la complejidad de este sector del ordenamiento jurídico al multiplicar, a veces innecesariamente, las intervenciones administrativas en las distintas fases de los procesos de desarrollo urbano, lo que, unido a la limitación de la oferta de suelo, ha contribuido decisivamente a demorar hasta extremos irrazonables la conclusión de las operaciones de urbanización y ulterior edificación, haciendo imprevisible su coste y dificultando una adecuada programación de las correspondientes actividades empresariales, con el consiguiente encarecimiento del producto final. La última de dichas reformas, llevada a cabo por la Ley 8/1990, de 25 de julio, y recogida en el texto refundido de la Ley sobre Régimen de Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por Real Decreto legislativo 1/1992, de 26 de junio llevó esta línea de tendencia a sus últimas consecuencias y su fracaso, que hoy es imposible ignorar, reclama una enérgica rectificación cuyo norte no puede ser otro que la búsqueda de una mayor flexibilidad que, de un lado, elimine los factores de rigidez que se han ido acumulando y, de otro, asegure a las Administraciones públicas responsables de la política urbanística una mayor capacidad de adaptación a una coyuntura económica cambiante, en la que los ciclos de expansión y recesión se suceden con extraordinaria rapidez”.


La plasmación de este nuevo concepto se recogía, en gran medida, en el Proyecto teniendo esencialmente las siguientes características:

1. - Simplificación de los trámites administrativos y preponderancia de la iniciativa privada en la ejecución del planeamiento, sobre la pública.

2. - Nuevo criterio desrregulador o liberalizador del suelo urbanizable, que se convierte en el suelo de residuo, es decir, que se podrá construir salvo que expresamente se prohiba.

3. - Reducción del aprovechamiento de cesión a la Administración

4. - Nuevos criterios valorativos dando entrada a criterios de mercado y a la inclusión en la valoración del suelo de ciertas expectativas urbanísticas o rentas de posición.

Sin embargo, el texto final aprobado atenuó estos objetivos iniciales.

1.1.3.- Nueva concepción de la propiedad del suelo: el urbanizador


En nuestro país se ha iniciado una nueva tendencia urbanística, que parte de una premisa fundamental: Considera que el problema del urbanismo español es fundamentalmente de gestión, no es que no exista suficiente suelo urbanizable (que hay para triplicar la población existente).

Lo que no existe es suelo “urbanizado” es decir, con los elementos de urbanización que permiten su inmediata edificación. Por ello, lo que se deben establecer son instrumentos de gestión útiles y rápidos, que sin restar garantías a los propietarios del suelo, permitan una puesta en el mercado de suelo urbanizado con los menores trámites posibles.  


Paradigma de esta nueva tendencia es la Ley Valenciana Reguladora de la  Actividad Urbanística (LRAU). Esta parte de un nuevo criterio que rompe con el concepto tradicional de la propiedad del suelo. Analizaremos ello:


Con la Ley 8/90 y el R.D.L. 1/92, su texto refundido, la propiedad urbanística se concibe como algo vacío de contenido, el contenido de la misma lo va a ir otorgando la sucesiva adquisición gradual de derechos, previo el cumplimiento de obligaciones también sucesivas. Pero este derecho, es un derecho unido al fundo, el propietario tiene por lo menos el derecho de ser el que urbanice el terreno (salvo expropiación por la administración) como derecho inherente al fundo, reminiscencia del derecho quiritario romano.


Por contra la LRAU parte de la tesis contraria: al propietario del terreno, en cuanto tal, no le es exigible que asuma la obligación de realizar la urbanización (no tiene el derecho por el hecho de ser propietario) ya que esta  es una función pública cuya responsabilidad debe reclamarse a los poderes públicos y no a los propietarios de terrenos ya que requiere una inversión económica importante y una actividad gestora de dicha inversión. Por lo que puede ser considerada como actividad pública. 


La Ley dispone que el agente ejecutor del Plan será siempre un agente que actúa, jurídicamente, asumiendo la calidad de agente público. La Administración puede asumir directamente ese papel activo por sí misma u operar mediante una empresa pública. Pero también puede gestionar indirectamente el planeamiento adjudicando el protagonismo activo a una empresa privada (seleccionada en pública competencia) en la que delegue esa responsabilidad, apareciendo la figura del urbanizador, siendo indiferente, en principio que sea o no propietario de los terrenos afectados.


Esta tendencia de habilitar instrumentos de gestión adecuados, la siguen otras legislaciones Autonómicas como la de la Comunidad de Madrid, con la figura del sistema de ejecución forzosa o los convenios urbanísticos.

1.2.- NUEVA LEY DEL SUELO: CARACTERES  Y ESTRUCTURA.

1.2.1.- Caracteres


Con el panorama anteriormente indicado se elabora un anteproyecto de ley, muy ceñido a la idea liberalizadora del gobierno, si bien, tras los sucesivos trámites parlamentarios (hay que recordar que el partido en el gobierno no tiene mayoría absoluta) se ha aprobado un documento, en  consenso con otras fuerzas políticas, fundamentalmente los nacionalistas, que, en cierta medida, va a desdibujar la idea originaria y consecuentemente el Texto aprobado definitivamente, ha atemperado dicha idea liberalizadora y admitiendo los nuevos criterios anteriormente indicados.


Aparte de esta característica primaria del texto, documento con matiz liberalizador pero en cierta medida de consenso, las líneas básicas del nuevo texto se pueden extractar en las siguientes:

1. - Se pretende seguir los criterios competenciales del Tribunal Constitucional: La competencia legislativa se distribuye entre el Estado, al que le corresponde la determinación del contenido de la propiedad urbana y valoraciones, y las Administraciones Territoriales (CC.AA.), el urbanismo.

2. - La actividad urbanizadora se perfila como una función fundamentalmente pública, sin perjuicio de que se potencie en gran medida la participación de los propietarios en la ejecución. Por contra se admite que, como función pública, la Administración pueda encomendar a un urbanizador ajeno a la propiedad de suelo, dando entrada a la figura del urbanizador.

3. - En materia de clasificación del suelo, se sigue un criterio de desrregulación del suelo urbanizable, si bien con ciertas matizaciones. Así, es suelo de desarrollo urbano o urbanizable todo aquel que no se encuentre especialmente protegido o sea inadecuado para un desarrollo, cambiando el sistema tradicional en el que solo se podía desarrollar lo específicamente previsto para ello. No obstante, al desarrollar suelo fuera del casco urbano se impone la obligación de costear los sistemas generales, si bien a diferencia del RDL 1/92, no impone la obligación de su conservación.

4. - Se consolida la reducción de la cesión de aprovechamiento a los Ayuntamientos hasta el máximo del 10% a fijar por las CC.AA. en su normativa urbanística. Si bien se posibilita que se reduzca e incluso elimine por éstas la contribución a los gastos de urbanización, es decir, que el suelo de cesión sea ya urbanizado.

5. - La valoración del suelo, al objeto de su expropiación, se realiza con los nuevos criterios en los que se da entrada al valor comparativo o de mercado, siguiéndose el mismo criterio, si bien con carácter supletorio, al del acuerdo con los particulares en los procesos de ejecución.

6. -  Por último, es un texto que no deroga todo el RDL 1/92, quedando en vigor numerosos artículos por lo que se deberá realizar algún texto refundido.

1.2.2.- Carácter de la normativa


La nueva Ley se dicta, como se ha indicado, de acuerdo con el ejercicio de la competencia estatal articulando su regulación en función de su competencia exclusiva o básica, estableciendo distinto carácter a cada uno de los artículos y disposiciones, en la Disposición Final Única: 


a) Legislación Básica:

Tendrá carácter de legislación básica, fundamentada, en virtud de lo previsto en el artículo 149.1.13.ª, 18.ª y 23.ª de la Constitución Española y, en su caso, de condiciones básicas del ejercicio de los derechos a tenor de lo dispuesto por el artículo 149.1.1.ª del propio texto constitucional, los preceptos siguientes:

· Artículos:  1; 2; 3; 4; 5; 6; 7; 8; 9; 10; 11; 12; 13; 14; 15; 16; 17; 18; 19; 20; 34; 41; 42; 43; 44.1;

· Disposiciones adicionales: segunda, tercera, cuarta y quinta;

· Disposiciones transitorias: primera, segunda, tercera y cuarta


Es decir, se considera norma básica, la relativa fundamentalmente a las disposiciones generales, al régimen urbanístico de la propiedad del suelo, a los derechos y deberes de los propietarios y a los criterios y supuestos indemnizatorios. De acuerdo con ello, las CC.AA. deberán legislar siguiendo dichas líneas.


b) Legislación Exclusiva:


Se dictan en función a la competencia exclusiva del Estado en virtud del artículo 149.1.4.ª, 8.ª y 18.ª de la Constitución. Estos son los siguientes: 

· Artículos: 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 44.2,  

· Disposición adicional Primera

· Disposición transitoria Quinta


En concreto, la relativa a valoraciones y expropiaciones. En este caso será de aplicación directa en todo el territorio español, prevaleciendo sobre la legislación autonómica.

1.2.3.- Estructura

El nuevo texto que es bastante menos extenso que el RDL 1/92, ya que solo tiene 44 artículos debido a que únicamente se las regulan competencias del Estado. Se estructura en los siguientes Títulos:

· Título I.- Disposiciones Generales.

· Título II.- Régimen Urbanístico de la propiedad del suelo.

· Título III.- Valoraciones.

· Título IV.- Expropiaciones

· Título V.- Supuestos Indemnizatorios.

Cuenta, además, con 5 Disposiciones Adicionales, 5 Transitorias y una Derogatoria.

1.3.- CRITERIOS DE APLICACIÓN DE LA NUEVA LEY
1.3.1.- Entrada en Vigor de la Ley 


La nueva ley no especifica nada sobre su entrada en vigor, en este caso es de plena aplicación el plazo de “vacatio legis” de 20 días, de acuerdo con lo  prevenido en el artículo 2.1º del Código Civil, que indica que “las leyes entrarán en vigor a los 20 días de su completa publicación en el Boletín Oficial del Estado, si en ellas no se dispusiere otra cosa”.


De acuerdo con lo indicado, si la fecha de publicación en el BOE fue el 14 de abril, la Ley entró en vigor el 5 de mayo. 

1.3.2.- Régimen urbanístico: adaptación del planeamiento.- 


La ley establece que el régimen urbanístico del suelo establecido, sin perjuicio de las especialidades sobre gestión y uso del suelo de la legislación urbanística, será de aplicación desde la entrada en vigor de la misma a los planes y normas vigentes en dicho momento, teniendo en cuenta las siguientes reglas:

a) Al suelo urbano y al suelo no urbanizable, se les aplicará respectivamente el régimen establecido en esta Ley para el suelo urbano y para el no urbanizable.

b) Al suelo urbanizable programado, al suelo apto para urbanizar y al suelo urbanizable no programado se les aplicará el régimen de derechos y deberes establecido en esta Ley para el suelo urbanizable. El desarrollo del suelo urbanizable no programado podrá promoverse directamente, sin necesidad de concurso, mediante los instrumentos de planeamiento previstos en la legislación urbanística.


No obstante lo indicado se establecen una serie de reglas de derecho transitorio en relación con:

· - Planeamiento general vigente.- 


El planeamiento general vigente a la entrada en vigor de la presente Ley deberá adaptar su clasificación de suelo a lo dispuesto en ella cuando se proceda a su revisión.

· - Planeamiento general en tramitación.- 


El planeamiento general en tramitación a la entrada en vigor de esta Ley, entendiéndose por tal el planeamiento, o su revisión, en cuya tramitación haya recaído acuerdo de aprobación inicial, podrá seguirse tramitando sin adaptar sus clasificaciones de suelo a la misma.

· - Planeamiento en ejecución.-



En los procedimientos de distribución de beneficios y cargas que no hubieran alcanzado la aprobación definitiva a la fecha de entrada en vigor de esta Ley, será de aplicación, en cuanto a la cesión de suelo en que se deba materializar, el porcentaje de aprovechamiento que corresponde a la Administración actuante, el régimen urbanístico establecido en la misma, según la clase de suelo.

· - Valoraciones


En los expedientes expropiatorios, serán aplicables las disposiciones sobre valoración contenidas en esta Ley siempre que no se haya alcanzado la fijación definitiva del justiprecio en vía administrativa. 

1.3.3.- Especialidades en la aplicación.- 


En las Disposiciones Adicionales de la Ley se establecen una serie de criterios de aplicación, en función de la localización geográfica, estos son los siguientes:


a) Zonas de protección en función de la defensa nacional:  


Los instrumentos de planificación territorial y urbanística, cualquiera que sea su clase y denominación, que incidan sobre terrenos, edificaciones e instalaciones, incluidas sus zonas de protección, afectos a la Defensa Nacional deberán ser sometidos, respecto de esa incidencia, a informe vinculante de la Administración General del Estado con carácter previo a su aprobación.


b) Régimen especial de Ceuta y Melilla

Las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla ejercerán las potestades normativas reglamentarias que tienen atribuidas por las Leyes Orgánicas 1/1995 y 2/1995, de 13 de marzo, dentro del marco de la Ley y de aquellas otras que el Estado promulgue a tal efecto.


c) Territorios Insulares
En los territorios insulares la legislación urbanística de las CC.AA., podrá establecer criterios complementarios para clasificar los suelos no urbanizables y urbanizables, teniendo en cuenta que la delimitación del contenido del derecho de propiedad del suelo se condiciona por la peculiaridad del hecho insular, su limitada capacidad de desarrollo territorial y la necesidad de compatibilizar una suficiente oferta de suelo urbanizable con la protección y preservación de los elementos esenciales del territorio.


d) Regímenes forales 

Esta Ley se aplicará sin perjuicio de los específicos regímenes forales vigentes en materia de hacienda, régimen tributario, régimen económico-financiero municipal y régimen de los bienes municipales

1.4.- EFICACIA  DEROGATORIA : NORMATIVA SUBSISTENTE 


La nueva ley establece en su Disposición Derogatoria Única, la supresión de distintas normas, si bien con un alcance mayor que el establecido en el proyecto, que dejaba vigentes distintos títulos completos del Texto refundido de 1.992. En concreto se derogan: 

· El Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio, por el que se aprobó el texto refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, con excepción de los preceptos que posteriormente se analizarán.

· Los artículos 1, 2, 3, disposición transitoria y disposición final primera de la Ley 7/1997, de 14 de abril, de Medidas Liberalizadoras en materia de Suelo y de Colegios Profesionales, dejando subsistente, los preceptos relativos a la  ampliación de competencias del Alcalde en materia de aprobación de actos e instrumentos urbanísticos.

· Por último, se establece una cláusula derogatoria general de  “cuantos preceptos legales se opongan o sean incompatibles con lo previsto en la presente Ley”. 

- Articulado subsistente del texto Refundido de 1.992

Se dejan subsistentes, como se ha indicado, una serie de preceptos del R.D.L. 1/92, que se pueden estructurar de la siguiente manera:

ARTICULADO VIGENTE DEL TEXTO REFUNDIDO 92

PLANEAMIENTO



ARTÍCULO
CONTENIDO

104.3

113.2

124.1 y 3

133

134.1

136.2

137.5

138.b)
Planes de iniciativa particular

Tramitación de los Planes Directores Territoriales de Coordinación

Publicación

Publicidad de los Planes 

Obligatoriedad de los Planes

Usos y obras provisionales

Edificios fuera de ordenación

Adaptación al ambiente (normas de aplicación directa)

GESTIÓN O EJECUCIÓN DEL PLANEAMIENTO



ARTÍCULO
CONTENIDO

159.4

168

169

170.1

183

204

210

211.3

213

214

222

224
Junta de Compensación y Transmisión de terrenos

Extinción o transformación de derechos y cargas (reparcelación/sistema de cooperación)

Inscripción del acuerdo y cargas incompatibles (reparcelación/sistema de cooperación)

Adjudicaciones de terrenos y supletoriedad de las normas de expropiación forzosa (reparcelación/sistema de cooperación)

Utilidad pública y necesidad de ocupación (sistema de expropiación)

Indemnización por ocupación temporal.

Bienes de dominio público y expropiación.

Constitución de servidumbres

Modalidades de gestión de la expropiación

Beneficiario de la expropiación

Pago del justiprecio

Adquisición libre de cargas.

TÍTULO VII.- INTERVENCIÓN ADMINISTRATIVA EN LA EDIFICACIÓN Y USO DEL SUELO Y DISCIPLINA URBANÍSTICA



ARTÍCULO
CONTENIDO

242.1 y 6

243.1 y 2

244.2, 3 y 4

245.1

246.2

255.2

258.2

259.3

274
Actos sujetos a licencia.

Competencia.

Actos promovidos por Administraciones públicas.

Deber de conservación

Órdenes de ejecución por motivos turísticos o culturales

Medios de restauración del orden urbanístico en zonas verdes, suelo no urbanizable protegido o espacios libres.

Indivisibilidad de parcelas

Régimen de las parcelaciones

Infracciones constitutivas de delito o falta.

TÍTULO VIII.- INSTRUMENTOS DE INTERVENCIÓN EN EL MERCADO DEL SUELO.



ARTÍCULO
CONTENIDO

276

280.1

287.2 y 3

288.2 y 3

289
Constitución. Patrimonio separado (Patrimonio Municipal del Suelo)

Destino. (Patrimonio Municipal del Suelo).

Derecho de superficie

Procedimiento

Extinción

TÍTULO IX.- RÉGIMEN JURÍDICO



CAPÍTULO
CONTENIDO

1º

2º

3º
Peticiones, actos y acuerdos: artículos: 299, 300, 301 y 302

Acciones y Recursos: artículos: 303, 304, 305 y 306

Registro de la Propiedad: artículos: 307, 308, 309 y 310

DISPOSICIONES ADICIONALES



Cuarta

Sexta
Realojamiento y retorno

Financiación del Patrimonio Municipal del Suelo

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Quinta
Edificaciones existentes

II.- DISPOSICIONES GENERALES (TÍTULO PRIMERO)


En este primer Título se establecen una serie de criterios de carácter general que, sin ningún orden sistemático, van a determinar las ideas básicas que el legislador de 1998 quiere sentar con carácter previo a la regulación pormenorizada de las materias objeto de esta Ley.


Parte la Ley en su Artículo 1.º estableciendo el Objeto de la Ley: “Es objeto de la presente Ley definir el contenido básico del derecho de propiedad del suelo de acuerdo con su función social, regulando las condiciones que aseguren la igualdad esencial de su ejercicio en todo el territorio nacional”. como se observa sigue escrupulosamente, por lo menos en apariencia, el criterio de la Sentencia TC 61/97.


Partiendo de esta premisa general, se regulan distintos aspectos que determinan este contenido básico de la propiedad. Estos son los siguientes:


1.-  Facultades del derecho de propiedad.


La nueva ley huye de definir el derecho de propiedad urbana mediante la enumeración de una serie de facultades sucesivas, estableciendo que las facultades urbanísticas del derecho de propiedad se ejercerán siempre dentro de los límites y con el cumplimiento de los deberes establecidos en las leyes o, en virtud de ellas, por el planeamiento con arreglo a la clasificación urbanística de los predios, si bien indicando de inmediato que la ordenación del uso de los terrenos y construcciones establecida en el planeamiento no conferirá derecho a los propietarios a exigir indemnización, salvo en los casos expresamente establecidos en las leyes. (Título V).

2.- Participación de la comunidad en las plusvalías.


La participación de la sociedad en las plusvalías generadas por la acción urbanística de los entes públicos, se producirá en los términos fijados por la presente Ley y las demás que sean de aplicación.

3.- Acción urbanística e iniciativa privada.


Se huye también de hacer una declaración rotunda como en el Texto refundido de 92, en el sentido del carácter público de la acción urbanística, si bien ello se deduce del texto definitivo del artículo 4º, que determina la preponderancia de la iniciativa pública en el proceso urbanizador, alejándose así del proyecto inicial en el que se establecía ésta como función supletoria a la iniciativa privada.


No obstante ello, se hace hincapié en que a los poderes públicos no solo deben “respetar” la iniciativa de los particulares sino que deben suscitar o potenciar dicha iniciativa.


En concreto dispone este artículo que:  

1. Los propietarios deberán contribuir, en los términos establecidos en las leyes, a la acción urbanística de los entes públicos, a los que corresponderá, en todo caso, la dirección del proceso, sin perjuicio de respetar la iniciativa de aquéllos.

2. La gestión pública a través de su acción urbanizadora y de las políticas de suelo suscitará, en la medida más amplia posible, la participación privada.

3. En los supuestos de actuación pública, la Administración actuante promoverá, en el marco de la legislación urbanística, la participación de la iniciativa privada aunque ésta no ostente la propiedad del suelo.”

En este último párrafo introduce un importante aspecto que da entrada a las figura del urbanizador, que se ha analizado en el punto 1º, al indicar que la iniciativa privada podrá no ostentar la propiedad del suelo. Este supuesto será definido y delimitado por la legislación urbanística de las CC.AA.

4.- Principio de equidad en el reparto  de beneficios y cargas.

Se indica en el artículo 5º que las leyes garantizarán en todo caso el reparto de los beneficios y cargas derivados del planeamiento, entre todos los propietarios afectados por cada actuación urbanística, en proporción a sus aportaciones.

5.- Información y participación pública en el planeamiento y la gestión.

Se impone a las CC.AA. que su  legislación urbanística garantice  la participación pública en los procesos de planeamiento y gestión, así como el derecho a la información de las entidades representativas de los intereses afectados por cada actuación y de los particulares.


Además, los administrados tendrán derecho a que la Administración competente le informe por escrito del régimen y condiciones urbanísticas aplicables a una finca o ámbito determinado. 

III).- RÉGIMEN URBANÍSTICO DE LA PROPIEDAD DEL SUELO (TITULO II)


En el presente Título se establece el estatuto de la propiedad urbana en sentido estricto, ya que se determinan los distintos derechos y deberes de los propietarios en función de la clasificación del suelo en la que se encuentren, abandonando el sistema de adquisición gradual de derechos, por lo menos aparentemente, que estableció la Ley 8/90.  



Este Título II, en su Capítulo I “Clasificación del suelo”, así como los Artículos 15 y 16 del Capítulo II sobre transformación del suelo urbanizable, ha sido criticado y fue objeto de alegaciones por AVS por entender que  no se adaptan a los preceptos constitucionales pues del análisis de la Sentencia TC 61/97, al analizar el régimen urbanístico de la propiedad del suelo, indica, como ya se ha estudiado, que la competencia estatal en la materia se encuentra limitada a la simple determinación de las condiciones básicas del ejercicio del derecho de propiedad urbana, sin que en ningún modo pueda entrar a legislar las condiciones urbanísticas de las que se pueda inferir una concreta configuración y prefigurar un modelo urbanístico específico, de tal forma que la competencia estatal en la materia se agotaría con el establecimiento, o mejor, con el reconocimiento de la existencia de tres clases de suelo, como se desprende de la confirmación de la plena validez del artículo 9.1. del Texto Refundido. 


El razonamiento contenido en la Sentencia deja patente que la concreción de los criterios en virtud de los cuales un determinado suelo pueda situarse en una u otra de las clases establecidas, no compete al legislador estatal sino al Autonómico, al incidir no en la propiedad ni en sus condiciones básicas sino en la ordenación del territorio y su regulación urbanística. Por contra los artículos 8 y siguientes llegan a un extremo de pormenorización  al definir las condiciones o los supuestos a tener en cuenta en orden a la clasificación del suelo que pueden incardinarse dentro del criterio de densidad normativa por el que se declararon inconstitucionales muchos preceptos básicos.


Además, en la definición de los suelos no urbanizables y correlativamente a la definición, por exclusión, del suelo urbanizable que afecta de forma manifiesta y notoria al modelo de implantación territorial, en la forma de hacer ciudad y en definitiva en la competencia de ordenación territorial incidiendo en decisiones que no son sino configuración o enunciado para el que carece de título competencial el estado.

3.1.- CLASIFICACIÓN DEL SUELO 


La Ley sigue el criterio clásico de distinción del suelo indicando que “los efectos de la presente Ley, el suelo se clasifica en urbano, urbanizable y no urbanizable o clases equivalentes reguladas por la legislación urbanística”.

Con carácter general se indica que la denominación del suelo puede ser otra por las CC.AA., pero deberán dotarlos de un estatuto similar al presente, al ser normativa básica.

Es novedosa la nueva regulación de la clasificación del suelo, pues, como ya se ha apuntado en la introducción, la nueva Ley sigue un criterio desrregulador. Explicaremos que se entiende por tal, haciendo para ello una pequeña introducción histórica.

3.1.1.- Sistema tradicional de clasificación del suelo


Es tradicional en nuestra doctrina urbanística y así se ha plasmado en las distintas leyes del suelo desde la de 1.956, una clasificación del suelo en el que el de crecimiento es tasado, es decir es el que el planeamiento establece específicamente para el desarrollo de la ciudad. Así, se ha venido clasificando el suelo de la siguiente manera:

- El suelo urbano:  es aquel que se encuentra consolidado, es decir, aquel en que la actividad urbanizadora ya ha tenido lugar y se ha dotado de la necesaria infraestructura, convirtiendo las originarias parcelas en solares. Por excepción se admitía también aquel suelo que si bien no se encuentra desarrollado, se encuentra incluido en sectores que ya habían sido consolidados en un alto grado (dos terceras partes). 

- El suelo urbanizable: era aquél que el planeamiento consideraba idóneo para el desarrollo de la ciudad (aquellos a los que el Plan General Municipal declare, en principio, adecuados para ser urbanizados) y como tal lo justificaba en el planeamiento. Frente al suelo urbano, que era un suelo de hecho, este era un suelo de derecho, es decir, definido en el planeamiento, de tal manera que lo no previsto como suelo para el desarrollo urbano se consideraba vedado de él. 


En esta clase de suelo, el planeamiento programaba algunas zonas para su próximo desarrollo (cuatrienalmente) denominándose suelo urbanizable programado. Otros suelos eran clasificados como urbanizables pero no se programaban, bien para dejar a los particulares que realizaran la programación o bien por considerarlos de desarrollo diferido. Si el programado se desarrollaba con un plan parcial, el no programado necesitada un previo instrumento de programación el PAU (Programa de actuación urbanística) y posteriormente un plan parcial, lo que alargaba el proceso. 

-  El suelo no urbanizable: Era fundamentalmente el suelo de residuo (los terrenos que el planeamiento general no incluya en ninguna de las clases de suelo anteriores), si bien también se consideraba aquél que se protegía especialmente del desarrollo urbano otorgándoles una especial protección  por características excepcionales de valor agrícola, forestal, ganadero, histórico, cultural, paisajístico, etc. 

3.1.2.- Sistema de clasificación del suelo de la nueva Ley


Como ya se ha indicado en distintos lugares, el gobierno parte de una idea liberalizadora del mercado del suelo, que propugna, entre otra medidas, un criterio desrregulador del suelo. 

Este criterio consiste en el hecho de que el suelo de residuo es el urbanizable, es decir, que en principio todo suelo que no sea clasificado como urbano o no urbanizable específicamente, será de desarrollo urbano. Esto produce una gran oferta de suelo, ya que es potencialmente de desarrollo todo aquel que no sea específicamente sustraído de dicho crecimiento. Antes, con carácter general, la ciudad solo podía crecer por donde determinaba el plan, ahora lo podrá hacer por cualquier lugar salvo por donde se prohiba expresamente.


Ahora bien, para vedar un suelo de desarrollo urbano es necesario que, por normativa, por planeamiento supra municipal o incluso municipal, concurran determinadas circunstancias que le hagan merecedor de tal protección, bien por los valores intrínsecos del mismo, o bien por su relación o proximidad a determinados elementos de servicio público como carreteras, ferrocarriles, ríos, etc.


No obstante ello, se prevé una importante excepción al principio indicado, mediante el planeamiento general se podrá vedar del desarrollo urbano a aquellos suelos que “se considere inadecuados para el desarrollo urbano”. 

En relación a ello es de destacar que se ha producido una aparente reducción de los criterios del proyecto que establecía que esa consideración de inadecuación para el desarrollo urbano debería ser “justificadamente”. Esta reducción es más aparente que real pues como todo acto administrativo discrecional  la restricción del desarrollo por determinados terrenos deberá ser justificada,  caso contrario sería arbitrario y por lo tanto no ajustado al Ordenamiento jurídico (art. 9.5 de la Constitución).


En esencia la distinción práctica será que así como en el planeamiento tradicional se ha de justificar por qué se crece por unos lugares determinados, en el actual, además, se habrá de justificar por qué se veda el crecimiento en terrenos no protegidos, y que en caso contrario, se podrán urbanizar. 

( CUADRO DE CLASE SUELOS)


Analizaremos por separado cada una de las clase de suelos: 

1.- En municipios con planeamiento: 


Se deben considerar aquellos municipios que se encuentran ordenados por un Plan General Municipal o Normas Subsidiarias de Planeamiento, o instrumentos similares determinados por las CC.AA..


a) Suelo urbano

La definición del suelo urbano no sufre modificación sustancial alguna, siguiendose las pautas clásicas, así establece el artículo 8º que tendrán la condición de suelo urbano, a los efectos de esta Ley, los siguientes:

1) El suelo ya transformado es decir el consolidado o realmente urbanizado. Este carácter vendrá determinado por los factores habituales:

a) Por contar con los elementos clásicos “como mínimo, con los siguientes elementos”: 

· Acceso rodado,

· Abastecimiento de agua,

· Evacuación de aguas y 

· Suministro de energía eléctrica

b) Por estar consolidados por la edificación en la forma y con las características que establezca la legislación urbanística. Tradicionalmente la ley indicaba un nivel de consolidación de 2/3, siendo ahora las CC.AA. las que determinen dicho grado de consolidación.

2) Los terrenos que en ejecución o desarrollo del planeamiento que hayan sido urbanizados de acuerdo con el mismo.


b) Suelo no urbanizable 


Tendrán la condición de suelo no urbanizable, a los efectos de esta Ley, los terrenos en que concurran alguna de las circunstancias siguientes:

1.ª Que deban incluirse en esta clase por estar sometidos a algún régimen especial de protección incompatible con su transformación en por razón de:

· Sus valores paisajísticos, históricos, arqueológicos, científicos, ambientales o culturales,   o por su valor agrícola, forestal, ganadero o riquezas naturales

· Riesgos naturales acreditados en el planeamiento sectorial

· De su sujeción a limitaciones o servidumbres para la protección del dominio público.


Estas razones de incompatibilidad provendrán de acuerdo con los planes de ordenación territorial, la legislación sectorial o del propio planeamiento general

2.ª Que el planeamiento general considere inadecuados para un desarrollo urbano. Es decir que el PGM será el que determine por donde no ha de crecer el municipio.


c) Suelo urbanizable


El suelo que, a los efectos de esta Ley, no tenga la condición de urbano o de no urbanizable, tendrá la consideración de suelo urbanizable, y podrá ser objeto de transformación en los términos establecidos en la legislación urbanística y el planeamiento aplicable.


La nueva ley, establece un régimen distinto en el capitulo 2º, art. 17, en función de que el suelo urbanizable se encuentre “comprendido en sectores o ámbitos ya delimitados con vistas a su desarrollo inmediato” del “resto del suelo urbanizable” que parece volver al concepto clásico de programado o no programado. 


La Disposición Adicional Segunda establece una especialidad en la clasificación si bien solo a efectos fiscales estableciendo que será en estos casos el suelo urbanizable: 

“A los solos efectos de lo dispuesto en el artículo 62 de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, de acuerdo con la redacción otorgada por el artículo 21 de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, tendrán la consideración de urbanizables los terrenos que así clasifique el planeamiento y estén incluidos en sectores, así como el resto del suelo clasificado como urbanizable a partir del momento de aprobación del instrumento urbanístico que lo desarrolle”.

2.- Clasificación del suelo en municipios sin planeamiento

En los municipios que carezcan de planeamiento general, el suelo que no tenga la condición de urbano de conformidad con los criterios establecidos en el artículo 8, tendrá la consideración de suelo no urbanizable, a los efectos de esta Ley. 

3.2.- DERECHOS Y DEBERES DE LOS PROPIETARIOS (CAPITULO II) 


Los derechos y deberes de los propietarios de suelo que se regulan en la Ley se han de ejercer de acuerdo con la normativa que sobre planeamiento, gestión y ejecución del planeamiento establezca la legislación urbanística en cada caso aplicable. Siendo su régimen distinto en función de la clasificación del suelo en que se encuentren.

3.2.1.- Suelo urbano

3.2.1.1.-- Derechos de los propietarios de suelo urbano.- 


Los propietarios de suelo urbano tienen el derecho a completar la urbanización de los terrenos para que adquieran la condición de solares y a edificar éstos en las condiciones que en cada caso establezca la legislación urbanística y el planeamiento.

3.2.1.2.- Deberes de los propietarios de suelo urbano.- 


Los deberes son distintos en función de que se trate de un suelo consolidado, en el que ya se hayan dotado de los servicios de infraestructura necesarios, de aquellos otros que hayan de ser desarrollado mediante actuaciones sistemáticas o unidades de ejecución, en cuyo caso el régimen es similar al del suelo urbanizable.

 a) Consolidado 


Los propietarios de terrenos en suelo urbano consolidado por la urbanización deberán completar a su costa la urbanización necesaria para que los mismos alcancen -si aún no la tuvieran- la condición de solar, y edificarlos en plazo si se encontraran en ámbitos para los que así se haya establecido por el planeamiento y de conformidad con el mismo.

b) Sin consolidar


Los propietarios de terrenos de suelo urbano que carezcan de urbanización consolidada, es decir que deban desarrollarse mediante unidades de ejecución, deberán asumir los siguientes deberes: 

a) Ceder obligatoria y gratuitamente a la Administración todo el suelo necesario para los viales, espacios libres, zonas verdes y dotaciones públicas de carácter local al servicio del ámbito de desarrollo en el que sus terrenos resulten incluidos.

b) Ceder obligatoria y gratuitamente el suelo necesario para la ejecución de los sistemas generales que el planeamiento general, en su caso, incluya en el ámbito correspondiente, a efectos de su gestión.

c) Ceder obligatoria y gratuitamente a la Administración actuante el suelo correspondiente al 10 por 100 del aprovechamiento del correspondiente ámbito; este porcentaje, que tiene carácter de máximo, podrá ser reducido por la legislación urbanística autonómica. 

Asimismo, como ya se ha indicado, la legislación de las CC.AA. podrá reducir la participación de la Administración actuante en las cargas de urbanización que correspondan a dicho suelo.

d) Proceder a la distribución equitativa de los beneficios y cargas derivados del planeamiento, con anterioridad al inicio de la ejecución material del mismo.

e) Costear y, en su caso, ejecutar la urbanización.

f) Edificar los solares en el plazo que, en su caso, establezca el planeamiento.

3.2.2.- Suelo urbanizable

3.2.2.1.- Derechos de los propietarios de suelo urbanizable.- 


Los propietarios de suelo clasificado como urbanizable tendrán derecho a usar, disfrutar y disponer de los terrenos de su propiedad conforme a la naturaleza rústica de los mismos.  Pero, además, como suelo de desarrollo urbano tendrán derecho a promover su transformación instando de la Administración la aprobación del correspondiente planeamiento de desarrollo, de conformidad con lo que establezca la legislación urbanística.


A)  Reglas básicas para el ejercicio del derecho de desarrollo del suelo


El derecho a promover la transformación del suelo urbanizable, mediante la presentación ante el Ayuntamiento del correspondiente planeamiento de desarrollo para su tramitación y aprobación, se podrá ejercer desde el momento en que el planeamiento general delimite sus ámbitos o se hayan establecido las condiciones para su desarrollo.


En otro caso, las Comunidades Autónomas, a través de la legislación urbanística, regularán la tramitación, determinaciones y contenido de la documentación necesaria para proceder a esa transformación. Asimismo, esta legislación regulará los efectos derivados del derecho de consulta a las Administraciones competentes sobre los criterios y previsiones de la ordenación urbanística, de los planes y proyectos sectoriales, y de las obras que habrán de realizar a su costa para asegurar la conexión con los sistemas generales exteriores a la actuación de conformidad con lo dispuesto en el punto 3 del artículo 18 de esta Ley. Dicha legislación fijará, igualmente, los plazos de contestación a la referida consulta.


B)  Usos y obras provisionales en tanto no se desarrolle el suelo.-


El régimen es distinto en función de encontrarnos dentro de una u otra clase de suelo urbanizable que se ha indicado al hablar de la clasificación: 

· En el suelo comprendido en sectores o ámbitos ya delimitados con vistas a su desarrollo inmediato, en tanto no se haya aprobado el correspondiente planeamiento de desarrollo, sólo podrán autorizarse excepcionalmente usos y obras de carácter provisional que no estén expresamente prohibidos por la legislación urbanística o sectorial ni por el planeamiento general, que habrán de cesar, y en todo caso, ser demolidas sin indemnización alguna, cuando lo acordare la Administración urbanística. La autorización, bajo las indicadas condiciones aceptadas por el propietario, se hará constar en el Registro de la Propiedad de conformidad con lo establecido en la legislación hipotecaria.

· En el resto del suelo urbanizable podrán autorizarse, antes de su inclusión en sectores o ámbitos para su desarrollo, los usos previstos en el artículo 20 de la presente Ley.

3.2.2.2.-  Deberes de los propietarios de suelo urbanizable.- 


La transformación del suelo clasificado como urbanizable comportará para los propietarios del mismo los siguientes deberes, prácticamente los mismos que para el suelo urbano desarrollado mediante actuaciones sistemáticas:

1. Ceder obligatoria y gratuitamente a la Administración todo el suelo necesario para los viales, espacios libres, zonas verdes y dotaciones públicas de carácter local al servicio del ámbito de desarrollo en el que sus terrenos resulten incluidos.

2. Ceder obligatoria y gratuitamente el suelo necesario para la ejecución de los sistemas generales que el planeamiento general, en su caso, incluya o adscriba al ámbito correspondiente.

3. Costear y, en su caso, ejecutar las infraestructuras de conexión con los sistemas generales exteriores a la actuación y, en su caso, las obras necesarias para la ampliación o refuerzo de dichos sistemas requeridos por la dimensión y densidad de la misma y las intensidades de uso que ésta genere, de conformidad con los requisitos y condiciones que establezca el planeamiento general.

4. Ceder obligatoria y gratuitamente a la Administración actuante el suelo correspondiente al 10 por 100 del aprovechamiento del sector o ámbito correspondiente; este porcentaje, que tiene carácter de máximo, podrá ser reducido por la legislación urbanística. Asimismo, esta legislación podrá reducir la participación de la Administración actuante en las cargas de urbanización que correspondan a dicho suelo.

5. Proceder a la distribución equitativa de los beneficios y cargas derivados del planeamiento, con anterioridad al inicio de la ejecución material del mismo.

6. Costear o ejecutar la urbanización del sector o ámbito correspondiente.

7. Edificar los solares en el plazo que, en su caso, establezca el planeamiento.

3.2.3.- Suelo no urbanizable

3.2.3.1.- Derechos de los propietarios de suelo no urbanizable


Los propietarios del suelo clasificado como no urbanizable tendrán derecho a usar, disfrutar y disponer de su propiedad de conformidad con la naturaleza de los terrenos, debiendo destinarla a fines agrícolas, forestales, ganaderos, cinegéticos u otros vinculados a la utilización racional de los recursos naturales, y dentro de los límites que, en su caso, establezcan las leyes o el planeamiento.


Excepcionalmente, a través del procedimiento previsto en la legislación urbanística, podrán autorizarse actuaciones específicas de interés público, previa justificación de que no concurren las circunstancias previstas en el apartado 1 del artículo 9 de la Ley.


En el suelo no urbanizable quedan prohibidas las parcelaciones urbanísticas, sin que, en ningún caso, puedan efectuarse divisiones, segregaciones o fraccionamientos de cualquier tipo en contra de lo dispuesto en la legislación agraria, forestal o de similar naturaleza.

3.2.4.- Obligaciones comunes


Además de estas obligaciones se establecen una serie de obligaciones y deberes que pueden ser consideradas comunes a todas las clases de suelo. Estas son las siguientes:

a)  Deberes legales de uso, conservación y rehabilitación. 


Los propietarios de toda clase de terrenos y construcciones deberán destinarlos a usos que no resulten incompatibles con el planeamiento urbanístico y mantenerlos en condiciones de seguridad, salubridad y ornato público. Quedarán sujetos igualmente al cumplimiento de las normas sobre protección del medio ambiente y de los patrimonios arquitectónicos y arqueológicos y sobre rehabilitación urbana.


El coste de las obras necesarias se sufragará por los propietarios o por la Administración, en los términos que establezca la legislación aplicable.


b) Transmisión de fincas y deberes urbanísticos.


La transmisión de fincas no modificará la situación del titular de las mismas respecto de los deberes establecidos por la legislación urbanística aplicable o exigibles por los actos de ejecución derivados de la misma. El nuevo titular quedará subrogado en el lugar y puesto del anterior propietario en sus derechos y deberes urbanísticos, así como en los compromisos que éste hubiera acordado con la Administración urbanística competente y hayan sido objeto de inscripción registral, siempre que tales compromisos se refieran a un posible efecto de mutación jurídico real.


Para garantizar la eficacia de dicha subrogación real se establece por la ley la obligación de que en las enajenaciones de terrenos, deberá hacerse constar en el correspondiente título:

a) Si se tratare de terrenos no susceptibles de edificación o con edificaciones fuera de ordenación de conformidad con el planeamiento aplicable, su expresa situación a estos efectos.

b) Si se tratare de terrenos en proceso de urbanización, los compromisos aún pendientes que el propietario hubiere asumido en orden a la misma.

c) En el supuesto de terrenos de urbanizaciones de iniciativa particular, la fecha de aprobación del planeamiento correspondiente y las cláusulas que se refieran a la disposición de las parcelas y compromisos con los adquirentes.


 La infracción de cualquiera de las anteriores disposiciones, sin perjuicio de otras responsabilidades, facultará al adquirente para rescindir el contrato en el plazo de un año a contar desde la fecha de su otorgamiento y para exigir indemnización por los daños y perjuicios que se le hubieren irrogado.


c) Declaración de obra nueva.


Los Notarios y Registradores de la Propiedad exigirán para autorizar o inscribir, respectivamente, escrituras de declaración de obra nueva terminada, que se acredite el otorgamiento de la preceptiva licencia y la expedición por técnico competente de la certificación de finalización de la obra conforme al proyecto objeto de la misma.

Para autorizar e inscribir escritura de obra nueva en construcción, a la licencia de edificación se acompañará certificación expedida por técnico competente de que la descripción de la obra nueva se ajusta al proyecto para el que se obtuvo la licencia. En este caso, el propietario deberá hacer constar la terminación mediante acta notarial que incorporará la certificación de finalización de la obra antes mencionada.

Tanto la licencia como las mencionadas certificaciones deberán testimoniarse en las correspondientes escrituras. 

IV).- VALORACIONES (TITULO III) 

4.1.- CONSIDERACIONES GENERALES:


La ley en su Capítulo V establece una serie de reglas generales de valoración

4.1.1.- Aplicación general de las reglas de valoración


Se determinan dos criterios distintos en función de que la valoración del suelo sea a obtener mediante expropiación o con cualquier otra finalidad

- A los efectos de expropiación, cualquiera que sea la finalidad que la motive y la legislación, urbanística o de otro carácter, que la legitime (de obras públicas, incumplimiento de la función social, etc) las valoraciones de suelo se efectuarán con arreglo a los criterios establecidos en la presente Ley.

- En otros supuestos: En los procedimientos de distribución de beneficios y cargas de conformidad con lo que establezca la legislación urbanística, se establece con carácter general:

· En primer lugar, el acuerdo de valoración entre los propietarios afectados

· En su defecto, los criterios establecidos en la Ley.

4.1.2.- Momento al que han de referirse las valoraciones.


Las valoraciones se entenderán referidas a los siguientes momentos concretos:

1. Cuando se aplique la expropiación forzosa: en el momento de iniciación del expediente de justiprecio individualizado o de exposición al público del proyecto de expropiación cuando se siga el procedimiento de tasación conjunta.

2. En otros supuestos de actuación:  al momento de iniciación del correspondiente procedimiento.

3. En la determinación de indemnizaciones por cambio de planeamiento: en los supuestos previstos en el Título V de la presente Ley, al momento de la publicación de la aprobación definitiva del nuevo planeamiento.

4.2.- CRITERIOS DE VALORACIÓN
4.2.1.- Valoración del suelo

A diferencia de la Legislación anterior, en que se establecía claramente que en la valoración del suelo quedarían vedadas las expectativas económicas y las rentas de posición al valorarse en función de los derechos realmente patrimonializados, en la  nueva ley se dan entrada a distintos factores. 


En concreto el artículo 25, establece como criterio general de valoración que “el suelo se valorará según su clase y situación, en la forma establecida en los artículos siguientes”, buscando el llamado “valor real” al que se llega por distintos criterios, como de comparación o valor mercado.


La justificación de estos nuevos criterios viene establecida en la Exposición de Motivos que indica que en “lo que concierne a los criterios de valoración del suelo, la Ley ha optado por establecer un sistema que trata de reflejar con la mayor exactitud posible el valor real que el mercado asigna a cada tipo de suelo, renunciando así formalmente a toda clase de fórmulas artificiosas que, con mayor o menor fundamento aparente, contradicen esa realidad y constituyen una fuente interminable de conflictos, proyectando una sombra de injusticia que resta credibilidad a la Administración y contribuye a deslegitimar su actuación. 


Se elimina así la actual dualidad de valores, inicial y urbanístico, a la que habían quedado ya reducidos los cuatro valores diferentes que estableció en su día la versión primera de la Ley del Suelo, de forma que, a partir de ahora, no habrá ya sino un solo valor, el valor que el bien tenga realmente en el mercado del suelo, único valor que puede reclamar para sí el calificativo de justo que exige inexcusablemente toda operación expropiatoria. A partir de este principio básico, la Ley se limita a establecer el método aplicable para la determinación de ese valor, en función, claro está, de la clase de suelo y, en consecuencia, del régimen jurídico aplicable al mismo y de sus características concretas”.


a)  Valor del suelo no urbanizable. 


Los criterios de valoración son los siguientes:

- Regla general: Valor comparación/ valor mercado

El valor de este suelo se determinará por el método de comparación a partir de valores de fincas análogas. A estos efectos, la identidad de razón que justifique la analogía deberá tener en cuenta el régimen urbanístico, la situación, tamaño y naturaleza de las citadas fincas en relación con la que se valora, así como, en su caso, los usos y aprovechamientos de que sean susceptibles.

- Regla supletoria: Capitalización rentas


Cuando por la inexistencia de valores comparables no sea posible la aplicación del método indicado en el punto anterior, el valor del suelo no urbanizable se determinará mediante la capitalización de las rentas reales o potenciales del suelo, y conforme a su estado en el momento de la valoración.


b) Valor del suelo urbanizable. 


La valoración del suelo urbanizable es distinta según nos encontramos con un suelo de desarrollo inmediato (incluido en sectores) o que no reúna esta condición.

1.- Incluido en sectores para su inmediato desarrollo: En principio, el valor del mismo se obtendrá por aplicación, al aprovechamiento que le corresponda, del valor básico de repercusión en polígono, que será el deducido de las ponencias de valores catastrales.


Subsidiariamente: en supuestos de inexistencia o pérdida de vigencia de los valores de las ponencias catastrales, se aplicarán los valores de repercusión obtenidos por el método residual.

2.- No incluido en sectores: El valor del suelo urbanizable, seguirá el mismo criterio que el suelo no urbanizable, es decir, se determinará:

· - Por el método de comparación a partir de valores de fincas análogas..

· - Subsidiariamente,  mediante  la  capitalización  de  las  rentas  reales  o potenciales del suelo, y conforme a su estado en el momento de la valoración.


c) Valor del suelo urbano. 


Será en función del estado y tipo de suelo urbano que se haya de valorar: 

1. Suelo urbano sin urbanización consolidada: El valor se determinará por aplicación al aprovechamiento resultante del correspondiente ámbito de gestión en que esté incluido, del valor básico de repercusión más específico recogido en las ponencias de valores catastrales para el terreno concreto a valorar.


Supletoriamente: en los supuestos de inexistencia o pérdida de vigencia de los valores de las ponencias catastrales, se aplicarán los valores de repercusión obtenidos por el método residual.

2. En el suelo urbano consolidado por la urbanización: el valor se determinará por aplicación al aprovechamiento establecido por el planeamiento para cada terreno concreto, del valor básico de repercusión en parcela recogido en las ponencias de valores catastrales o, en su caso, del de repercusión en calle o tramo de calle corregido en la forma establecida en la normativa técnica de valoración catastral.


En los ámbitos de gestión que tengan por objeto la reforma, renovación o mejora urbana el aprovechamiento de referencia de cada parcela, a los solos efectos de su valoración, será el resultante del planeamiento o el resultante de la edificación existente, si fuera superior.


Supletoriamente: al igual que en el no consolidado, en los supuestos de inexistencia o pérdida de vigencia de los valores de las ponencias catastrales, se aplicarán los valores de repercusión obtenidos por el método residual.

(CUADRO VALORACIONES)


d) Reglas especiales de valoración: 

· Valor del suelo en los supuestos de carencia de plan o sin atribución de aprovechamiento: En los supuestos de carencia de planeamiento o cuando, en suelo urbano o urbanizable, no se atribuya aprovechamiento lucrativo alguno al terreno no incluido en un determinado ámbito de gestión, el aprovechamiento a tener en cuenta a los solos efectos de su valoración, será el resultante de la media ponderada de los aprovechamientos, referidos al uso predominante, del polígono fiscal en que, a efectos catastrales esté incluido el mismo.

· Deducción de gastos de urbanización pendiente.: Del valor total determinado por aplicación al aprovechamiento correspondiente de valores de repercusión, se deducirán, cuando proceda, los costes de urbanización precisa y no ejecutada, y los de su financiación, gestión y, en su caso, promoción, así como los de las indemnizaciones procedentes, según las normas o determinaciones de este carácter contenidas en el planeamiento o en el proyecto de obras correspondiente o, en su defecto, los costes necesarios para que el terreno correspondiente alcance la condición de solar. En el supuesto de suelos urbanos sujetos a operaciones de reforma interior, renovación o mejora urbana, se deducirán asimismo los costes adicionales que estas operaciones puedan conllevar.

4.2.2.- Valoración de obras, edificaciones, instalaciones, plantaciones y arrendamientos.- 


Seguidamente se regulan en al Ley la valoración de distintos elementos íntimamente ligados con el suelo, que son  objeto de valoración independiente del mismo, salvo que por su carácter de mejoras permanentes hayan sido tenidas en cuenta en la determinación del valor del terreno. Así, se valorarán, con independencia del mismo: 

1. Las plantaciones, sembrados, obras e instalaciones que existan en el suelo, se tasarán con arreglo a los criterios de la Ley de Expropiación Forzosa y su importe será satisfecho a sus titulares.

2. Las edificaciones: Su valor se determinará de acuerdo con la normativa catastral en función de su coste de reposición, corregido en atención a la antigüedad y estado de conservación de las mismas.

3. Las indemnizaciones a favor de los arrendatarios rústicos y urbanos: se fijarán de acuerdo con lo previsto en la Ley de Expropiación Forzosa.

4.2.3.- Valoración de las concesiones administrativas y de los derechos reales sobre inmuebles.-


La valoración de las concesiones administrativas y los derechos reales sobre inmuebles, a los efectos de su constitución, modificación o extinción, se efectuará:

1. Con arreglo a las disposiciones sobre expropiación que específicamente determinen el justiprecio de los mismos 

2. Subsidiariamente, según las normas del Derecho Administrativo, Civil o Fiscal que resulten de aplicación.


Al expropiar una finca gravada con cargas, la Administración que la efectuare podrá elegir entre justipreciar cada uno de los derechos que concurren con el dominio, para distribuirlo entre los titulares de cada uno de ellos, o bien valorar el inmueble en su conjunto y consignar su importe en poder del juzgado, para que éste fije y distribuya, por el trámite de los incidentes, la proporción que corresponda a los respectivos interesados. 

V.- EXPROPIACIONES (TITULO IV) 

La regulación de la Expropiación en el nuevo texto legal es parcial, pues de acuerdo con la nueva distribución de competencias será distinta la regulación en función de que se trate como sistema de actuación, en cuyo caso será normativa urbanística, o en base del incumplimiento de la función social de la propiedad, en cuyo caso, al afectar al derecho básico de propiedad será competencia estatal. Por otro lado se han dejado subsistentes bastantes artículos del TR 92 que regulan el instituto expropiatorio.


En la línea de la distinción competencial se sigue al establecer las Funciones de la expropiación, indica que cumplirá dos funciones esencialmente distintas:

a) - La expropiación por razón de urbanismo podrá aplicarse de acuerdo con las finalidades previstas en la legislación urbanística, es decir por la regulación de las CC.AA.. 

b) - Expropiación por incumplimiento de la función social de la propiedad, por contra se aplicará con los requisitos previstos en la Ley de Expropiación Forzosa, es decir por legislación estatal.


En ambos casos el ejercicio de la potestad expropiatoria se ajustará a lo dispuesto en la presente Ley y en la legislación urbanística. En todo lo no previsto en ellas, será de aplicación la legislación general de expropiación forzosa.


De esta regulación del nuevo texto se pueden extractar las siguientes normas reguladoras de la expropiación: 

 A) Legitimación de expropiaciones:


La legitimación para la expropiación y consecuentemente la declaración de utilidad pública de las obras y la necesidad de ocupación de los terrenos y edificios correspondientes, a los fines de expropiación o imposición de servidumbres, vendrá determinada por:  

· La aprobación de Planes de ordenación urbana 

· La aprobación de delimitaciones de ámbitos de gestión a desarrollar por expropiación

B) Procedimientos de expropiación: 


La ley establece en el Art. 36 “Procedimiento de determinación del justiprecio” las dos figuras procedimentales típicas de la expropiación: el expediente individualizado o el procedimiento de tasación conjunta al indicar: “El justiprecio de los bienes y derechos expropiados se determinará conforme a lo establecido en el Título III de la presente Ley, mediante expediente individualizado o por el procedimiento de tasación conjunta”.


Los procedimientos son distintos, si bien se pueden tener de referencia los siguientes cuadros, que indican estructuran las distintas fases de uno y otro sistema, seguidas actualmente: 

(CUADROS: EXPROPIACIÓN INDIVIDUALIZADA Y TASACIÓN CONJUNTA)

En relación al procedimiento de Tasación conjunta se especifica el Art. 38 que  habilitarán para proceder a la ocupación de la finca y producirán los efectos previstos en los números 6, 7 y 8 del artículo 52 de la Ley de Expropiación Forzosa, sin perjuicio de la valoración, en su caso, por el Jurado Provincial de Expropiación y de que puedan seguir tramitándose los recursos procedentes respecto a la fijación del justiprecio:

1. - El pago o depósito del importe de la valoración establecida por el órgano competente al aprobar el proyecto de expropiación

2. - La aprobación del documento de adjudicación de las futuras parcelas en que se hubiera concretado el pago en especie.

C) Pago del justiprecio mediante adjudicación de terrenos.


En todas las expropiaciones, la Administración actuante podrá satisfacer el justiprecio, por acuerdo con el expropiado, mediante la adjudicación de terrenos de valor equivalente, es decir sin necesidad de pago en dinero.

D) Ocupación e inscripción en el Registro

Una vez efectuado el pago o consignación se levantará el acta de ocupación correspondiente a cada finca afectada por el expediente expropiatorio. La superficie objeto de la actuación se inscribirá como una o varias fincas registrales. El hecho de que alguna de estas fincas no estuviese inmatriculada no será obstáculo para que pueda practicarse directamente aquella inscripción. En las fincas afectadas, a continuación de la nota a que se refiere la legislación hipotecaria sobre asientos derivados de procedimientos de expropiación forzosa, se extenderá otra en la que se identificará la porción expropiada si la actuación no afectase a la totalidad de la finca.


Será título inscribible el acta o actas de ocupación acompañadas de las actas de pago o los justificantes de consignación del justiprecio de todas las fincas ocupadas. Dicho título, además de la descripción conforme a la legislación hipotecaria, incorporará la oportuna referencia catastral e identificará la nueva finca mediante un adecuado sistema gráfico de coordenadas.


Si al procederse a la inscripción surgiesen dudas fundadas sobre si dentro de la superficie ocupada existiese alguna finca registral no tenida en cuenta en el expediente expropiatorio, sin perjuicio de practicarse la inscripción, se pondrá tal circunstancia en conocimiento del organismo expropiante.

E)  Supuestos de reversión.


De acuerdo con esencia del instituto expropiatorio los terrenos de cualquier clase que se expropien por razones urbanísticas deberán ser destinados al fin específico que se estableciese en el Plan correspondiente.


Los supuestos concretos de reversión establecidos son los siguientes: 

1. - Si en virtud de modificación o revisión del planeamiento se alterara el uso que motivó la expropiación procederá la reversión salvo que concurriera alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que el nuevo uso asignado estuviera adecuadamente justificado y fuera igualmente dotacional público.

b) Que el uso dotacional que motivó la expropiación hubiese sido efectivamente implantado y mantenido durante ocho años.

2. - Para la formación o ampliación del Patrimonio Municipal de Suelo si, como consecuencia de una modificación del planeamiento que no se efectúe en el marco de la revisión de éste, se alteraran los usos, intensidades o aprovechamientos y ello supusiera un incremento de valor de los mismos.

3. - En los supuestos de terrenos incluidos en un ámbito delimitado para su desarrollo por el sistema de expropiación, cuando hubieren transcurrido diez años desde la expropiación sin que la urbanización se hubiera concluido.

4. - El mismo plazo y condición se aplicará en las expropiaciones de terrenos motivadas por el incumplimiento de deberes urbanísticos vinculados al proceso de urbanización. 

VI.- SUPUESTOS INDEMNIZATORIOS (TITULO V) 


Como indica la propia Ley, en este título no se hace sino ajustar el régimen jurídico de la propiedad establecido en los Títulos I y II a distintos supuestos en los que por razón de urbanismo se ha de indemnizar a los particulares. En concreto se regulan tres supuestos:

1.- Por cambio de planeamiento

2.- Por vinculaciones singulares

3.- Por otros supuestos

6.1.-  INDEMNIZACIÓN POR ALTERACIÓN DE PLANEAMIENTO.


La ley ha derogado el sistema de adquisición gradual de derechos del Texto refundido por lo que en principio es menos sistemática la regulación y consecuentemente su exposición. No obstante ello, como se ha indicado, lo que se ha hecho es suprimir mas un criterio formal y estricto de adquisición que material pues, como se ha visto, en el valor de un terreno viene fundamentalmente en función del grado de urbanización en el que se encuentre. Por ello la indemnización por alteración del planeamiento será distinta en función del grado de urbanización en que nos encontremos, estableciéndose las siguientes reglas: 


El principio general, a tenor de lo establecido en la ley es que no se indemnizan por los cambios de planeamiento, salvo que de alguna manera puedan acreditarse perjuicios, bien porque se ha acortado el plazo previsto para que el particular pueda urbanizar o bien porque una vez urbanizado haya solicitado licencia de construcción u haya o no iniciado la construcción, indemnizando entonces en función de los perjuicios realmente causados. Estas ideas se plasman en los siguiente criterios:  

1.-  Las situaciones de fuera de ordenación surgidas por los cambios del planeamiento no serán indemnizables.

2.- La reducción de aprovechamiento por modificación o revisión del planeamiento, que en principio no da lugar a indemnización,  podrá dar lugar a la misma si:

a) Se produce antes de transcurrir los plazos previstos para su ejecución en el ámbito en el que a dichos efectos se encuentre incluido el terreno

b) Si la ejecución no se hubiere llevado a efecto por el  transcurso de los plazos previstos por causas imputables a la Administración.

3.- Cuando la alteración del planeamiento afecte a un terreno con licencia en vigor,  el principio es el opuesto ya que realmente se han patrimonializado unos derechos, a cambio de un serie de constes y cesiones. Se distinguen dos supuestos.

a) Si en el momento de entrada en vigor de la modificación o revisión del planeamiento se hubiera obtenido la licencia de construcción, pero aún no se hubiera iniciado la edificación, se declarará extinguida, con audiencia del interesado, la eficacia de la licencia en cuanto sea disconforme con la nueva ordenación, debiendo fijarse la indemnización, en el mismo expediente, por la reducción del aprovechamiento resultante de las nuevas condiciones urbanísticas, así como por los perjuicios que justificadamente se acrediten de conformidad con la legislación general de expropiación forzosa.

b) Si la edificación ya se hubiera iniciado, la Administración podrá modificar o revocar la licencia, fijándose la indemnización de acuerdo con lo establecido en el número anterior.

6.2.- INDEMNIZACIÓN POR LIMITACIONES SINGULARES.


Conferirán también derecho a indemnización, en aras a un principio de equidad, las ordenaciones urbanísticas en alguno de los siguientes supuestos: 

a) Cuando impongan vinculaciones o limitaciones singulares en orden a la conservación de edificios, en lo que excedan de los deberes legalmente establecidos.

b) Cuando lleven consigo una restricción del aprovechamiento urbanístico del suelo que no pueda ser objeto de distribución equitativa entre los interesados.

6.3.- OTROS SUPUESTOS INDEMNIZATORIOS.


Se establece, por último un cajón de sastre en el que se regulan distintos supuestos de indemnización, estos son los siguientes: 

a) Los gastos producidos por el cumplimiento de los deberes inherentes al proceso urbanizador, dentro de los plazos establecidos al efecto, que resulten inservibles como consecuencia de un cambio de planeamiento o por acordarse la expropiación.

b) Los daños y perjuicios causados por la anulación de una licencia, demora injustificada en su otorgamiento o su delegación improcedente. 

En este último caso los perjudicados podrán reclamar de la Administración el resarcimiento de los daños y perjuicios causados, en los casos y con la concurrencia de los requisitos establecidos en las normas que regulan con carácter general dicha responsabilidad (título de la LRJAP y PAC). En ningún caso habrá lugar a indemnización si existe dolo, culpa o negligencia graves imputables al perjudicado. 

VII.- OTRA NORMATIVA URBANÍSTICA EN VIGOR

Analizaremos fundamentalmente, por un lado, los más destacados del contenido del RDL 1/92 que queda en vigor, así como el R.D.L. 1093/97.


Además quedan en vigor tanto el Texto refundido del 76, como los Reglamentos, en la  medida que, en aquello que es competencia del Estado no se oponga a la nueva Ley, y en lo que es competencia de las CC.AA. no se oponga a su regulación específica, siendo en todo caso derecho supletorio de acuerdo con la Sentencia del TC 61/97. 

7.1.- NORMAS COMPLEMENTARIAS AL REGLAMENTO PARA EJECUCIÓN DE LA LEY HIPOTECARIA SOBRE INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO DE LA PROPIEDAD DE ACTOS DE NATURALEZA URBANÍSTICA. REAL DECRETO 1093/1997, de 4 de Julio,


El presente Real Decreto aprueba de una vez la tan prometida adaptación del Registro de la Propiedad para permitir el acceso a actos de naturaleza urbanística, pudiéndose ya ejecutar lo prevenido con carácter general en la Ley del Suelo y en concreto en su artículo 307 y ss. que se encuentran plenamente en vigor tras la Sentencia del Tribunal Constitucional 61/97.


El contenido, que tiene rango de norma complementaria del Reglamento del Registro de la Propiedad, es prolijo pues se compone de 91 artículos estructurados en los siguientes capítulos:

· - Capítulo I: Disposiciones generales.

· - Capítulo II: Inscripción de los proyectos de equidistribución.

· - Capítulo III: Expropiaciones urbanísticas.

· - Capítulo IV: Inscripción de cesiones obligatorias.

· - Capítulo V: Inscripción del Aprovechamiento Urbanístico.

· - Capítulo VI: Inscripción de Obras Nuevas.

· - Capítulo VII: Anotaciones preventivas dictadas en procedimiento administrativo de disciplina urbanística.

· - Capítulo VIII: Anotaciones preventivas ordenadas en proceso contencioso-administrativo.

· - Capítulo IX: Notas marginales.

· - Capítulo X: Inscripción de actos de parcelación.

· - Capítulo XI: Inscripción de transmisiones sujetas a tanteo y retracto urbanístico.

· - Capítulo XII: Régimen de venta forzosa.


Analizaremos el Decreto.

7.1.1.- Disposiciones Generales (Cap. I).

El presente capítulo regula los títulos materiales,  actos inscribibles y los títulos en su aspecto formal, los medios de acceso.


a) Actos inscribibles (T. Material)


Los actos inscribibles son los siguientes:


1. Los actos firmes de aprobación de los expedientes de ejecución del planeamiento, en cuanto supongan la modificación de las fincas registrales afectadas por el Plan, la atribución del dominio o de otros derechos reales sobre las mismas o el establecimiento de afecciones o garantías reales que aseguren la obligación de ejecutar o de conservar la urbanización.


2. Las cesiones de terrenos con carácter obligatorio en los casos previstos por las Leyes o como consecuencia de transferencias de aprovechamiento urbanístico.


3. Los actos de transferencia y gravamen del aprovechamiento urbanístico, incluso cuando den lugar a un derecho separado del suelo, mediante la apertura de folio independiente.


4. Las condiciones especiales de concesión de licencias en los términos previstos por las Leyes.


5. La incoación de expedientes que tengan por objeto la declaración del incumplimiento del deber de urbanizar o edificar o que se instruyan en materia de disciplina urbanística sobre fincas determinadas, así como la iniciación del procedimiento que tenga por objeto el apremio administrativo para garantizar el cumplimiento de las sanciones impuestas.


6. La interposición de recurso contencioso-administrativo que pretenda la anulación de los planes de ordenación, de sus instrumentos de ejecución o de las licencias, así como de la demanda formulada en dicho recurso.


7. Las sentencias firmes en que se declare la anulación a que se refiere el apartado anterior, cuando se refieran a fincas determinadas y haya participado su titular en el procedimiento.


8. Cualquier otro acto administrativo que en desarrollo del planeamiento o de sus instrumentos de ejecución modifique, desde luego o en el futuro, el dominio o cualquier otro derecho real sobre fincas determinadas o la descripción de éstas.


b) Títulos inscribibles (T. formal)


Siguiendo lo preceptuado en los artículos 2 y 3 de la Ley Hipotecaria se distingue entre los privados, judiciales y administrativos:


1) Los que tengan su origen en negocios o contratos entre particulares deberán formalizarse en escritura pública.


2) Los que tengan su origen en actuaciones jurisdiccionales se inscribirán en virtud de mandamiento del Juez o Tribunal correspondiente, en el que se transcriba la providencia o el auto recaído o se ordene la inscripción de la sentencia de que se trate.


3) Salvo los casos en que la legislación establezca otra cosa, los actos administrativos se inscribirán mediante certificación de la misma naturaleza que cumpla los siguientes requisitos:


* Que se expida, en ejemplar duplicado, por el Secretario de la entidad u órgano actuante y con inserción literal del acuerdo adoptado.


* Que se exprese que el acto ha puesto fin a la vía administrativa, salvo lo dispuesto en este Reglamento para acuerdos determinados.


* Que se hagan constar en ella, en la forma exigida por la Legislación Hipotecaria, las circunstancias relativas a las personas, los derechos y las fincas a los que afecte el acuerdo.


En este último caso, de certificación administrativa, se determina en el artículo 3 que se presentarán ante el Registrador para la calificación y práctica de los asientos respectivos, acompañados del plano de la finca o fincas a que afecten, de acuerdo con lo dispuesto en las reglas siguientes:


a) El plano se archivará en los términos previstos en el inciso segundo del apartado 4 del artículo 51 del Reglamento Hipotecario. Podrá acompañarse también al plano citado copia del mismo en soporte magnético u óptico.


b) El Registrador remitirá copia del mismo a la Oficina Catastral competente, para que, en los términos establecidos en la legislación aplicable, dicha Oficina remita, en su caso, al mismo los datos identificadores de la finca o fincas objeto del acto de que se trate.


c) Cuando el acto inscribible se origine en un procedimiento tramitado ante la Administración urbanística, el plano que ha de acompañar al título será el que sirva de base el acuerdo administrativo procedente o a la licencia cuya concesión constituya requisito para la inscripción. En los demás supuestos, deberá acompañarse plano a escala adecuada de la finca o fincas objeto del título inscribible.

7.1.2.- Inscripción de los Proyectos de Equidistribución (Cap. II).

Es uno de los capítulos más fundamentales, se regula como tendrán acceso al Registro los expedientes de equidistribución (reparcelación o denominación similar según la normativa de las CC.AA.), los efectos y vicisitudes que se puedan producir.


Dichos expedientes tendrán acceso mediante Nota Marginal, que tendrá un plazo de duración de 3 años. Respecto a esto merece destacarse que se hace una especial previsión de la posibilidad de practicarse sobre fincas situadas fuera de la unidad, pero adscritas al proyecto, y sobre aprovechamientos urbanísticos inscritos en folio independiente; igualmente se detalla el procedimiento necesario para la práctica de la nota marginal, su duración y la actuación que ha de observar el Registrador de la Propiedad.


El Título inscribible, sería la certificación administrativa de la aprobación definitiva del proyecto estableciendo el art. 7º las distintas circunstancias que debe de reunir. Es importante el hecho de que también se requieran planos de las fincas resultantes con lo que el Registro cada vez será más claro y técnico.


Sin embargo, como indica las Exposición de motivos, de este capítulo lo más destacado es la pormenorizada regulación de los efectos del proceso de ejecución del expediente de equidistribución.


En concreto se pueden distinguir entre los efectos que produce la  inscripción de la nota marginal de iniciación y la que produce y se derivan de la Aprobación Definitiva.


1. Efectos de la nota marginal.


Se destaca la cancelación de aquellos asientos que siendo posteriores a la fecha de la nota marginal corresponden a titulares que no se han personado en el expediente de equidistribución, escogiéndose así una de las posibles soluciones frente a otras que podrían haberse adoptado manteniendo aquellas cargas o gravámenes que trajeren causa de quien resultare ser el adjudicatario de la finca de reemplazo; el mayor rigor en la cancelación (la cual tiene carácter formal, por lo que no ha de presumirse extinguido el derecho que consta en el asiento cancelado) se ve contrarrestado con el establecimiento de un mecanismo reglamentario que posibilita la inscripción de la finca de resultado o los derechos constituidos sobre la de origen a favor de los titulares del asiento cancelado, incluso cuando no fuere posible obtener la conformidad del nuevo titular registral.


2. Efectos de la aprobación definitiva.


El Título puede tener virtualidad inmatriculadora y puede rectificar las descripciones fundiarias, pero cuando el proyecto se hubiere llevado a cabo por acuerdo unánime de los interesados, o a instancia de propietario único, dado que en estos casos la publicidad del expediente es limitada, se exige expresamente el sometimiento del proyecto al trámite ordinario de información pública previsto en la legislación urbanística.


Se regulan específicamente solución concreta y procedimientos para solucionar los habituales problemas que surgen en este tipo de expediente como son:


- Reanudación del tracto interrumpido.


- Cancelación de asientos contradictorios.


- Doble inmatriculación.


- Titularidades controvertidas o desconocidas o cuyo titular se encuentra en paradero desconocido.


Por otro lado, el régimen establecido para la distribución de cargas y gravámenes de una finca de origen a varias de reemplazo y la necesidad de que el órgano actuante determine la cuota de la única finca de resultado que sustituya, por subrogación real, a varias de origen, así como la exigencia de que en la cancelación de asientos que se refieran a derechos contradictorios con el planeamiento es necesario que así se haya declarado y, en su caso, asegurado el cobro de la indemnización que correspondiere, constituyen novedades no previstas en la legislación vigente que se consideran básicas para simplificar y facilitar la inscripción. Por último, en materia de afección al cumplimiento de obligaciones urbanísticas se establece una redacción adecuada a los principios registrales de especialidad y de prioridad.

7.1.3.- Expropiaciones Urbanísticas (cap. III).

Parte el Real Decreto de la distinción fundamental entre los procedimientos de expropiación individualizada y el de tasación conjunta, regulando éste pormenorizadamente y remitiendo el primero a la normativa general de la Ley Hipotecaria (artículo 32) y de expropiación forzosa.


En el supuesto de expropiación por el procedimiento de tasación conjunta los asientos podrán practicarse en cualesquiera de las siguientes formas:


1.- Mediante la inscripción individualizada de cada finca registral.


2. Mediante la inscripción como una o varias fincas de la totalidad o parte de las superficies incluidas en la unidad expropiada.


En ambos casos la inscripción se practicará a favor de la Administración actuante o del beneficiario de la expropiación, siempre que se acredite que ha sido pagado, o, en su caso, consignado, el importe del valor asignado a la finca.


En estos casos será título inscribible:


1. Cuando la Administración optare por la inscripción individualizada de las fincas registrales o de alguna de las incluidas en la unidad expropiada, el título  inscribible estará constituido por el acta de ocupación y pago, conforme a lo dispuesto por la legislación general de expropiación forzosa.


2. Cuando la Administración optare por la inscripción conjunta de la totalidad o parte de las superficies expropiadas, en la que se comprendan varias fincas registrales, el título inscribible será la certificación de la resolución administrativa en la que deberá constar:

a) Descripción de la finca o fincas resultantes, conforme a lo dispuesto en la legislación hipotecaria.

b) Referencia a las fincas expropiadas que formen la resultante o resultantes y a sus titulares respectivos.

c) Plano de la finca o fincas resultantes.

d) Fecha de la aprobación definitiva del proyecto de expropiación.

e) La realización de las publicaciones que legalmente sean procedentes.

f) Indicación de que han tenido lugar las notificaciones personales de los titulares de dominio y cargas que constaren en la certificación.


Por último se regulan supuestos específicos, como datos registrales contradictorios en el expediente o de finca o derecho que no se encuentra en el expediente.

7.1.4.- Inscripción de Cesiones Obligatorias (cap. IV).

Regula dos supuestos de cesiones.


1.- Cesiones Obligatorias:


Son aquellas que resulten de los Planes de Ordenación y tengan este carácter.


En el supuesto en el que dichas cesiones tengan lugar dentro de un proyecto de equidistribución o entre particulares concretos y la Administración, no se plantean especiales dificultades, salvo en el supuesto de innecesariedad de la reparcelación en los casos de propietario único o de acuerdo sobre la localización del aprovechamiento que era necesario resolver. Sin embargo, el problema surge cuando no es posible contar con la titulación ordinaria o cuando por haberse producido con anterioridad la apropiación de todas las facultades urbanísticas a favor de los particulares deban entenderse transmitidas las superficies de cesión obligatoria previstas en el planeamiento. Para este caso se ha establecido un mecanismo que permite a la Administración la inscripción de las superficies de cesión obligatoria, si bien con la adopción de una serie de garantías y cautelas que evitan el que se acuda a este procedimiento, cuando con él pudiere producirse a un particular un especial perjuicio, si la cesión obligatoria y el coste que ello supone debieren ser objeto de equidistribución.


2.- Cesiones no obligatorias.


Las cesiones de terrenos que no tengan legalmente el carácter de obligatorias o que no resulten de convenios urbanísticos tipificados en la legislación sobre el suelo, se ajustarán a los requisitos formales exigidos para las donaciones de bienes inmuebles.

7.1.5.- Inscripción del aprovechamiento Urbanístico (Cap. V)

La regulación del presente capítulo es novedosa, pues, como indica el propio Decreto, ha tenido que establecerse una regulación que, siendo respetuosa con la institución registral, se adapte al concepto de aprovechamiento urbanístico, que forma parte del contenido de la propiedad urbana, pero no obstante, es susceptible de tráfico jurídico (aunque con finalidad preestablecida) o incluso es considerado como finca registral independiente en determinados supuestos. Así, la adquisición del derecho al aprovechamiento urbanístico apropiable se puede hacer constar por nota marginal en la finca de la que forma parte la transmisión o distribución entre distintas fincas se hace constar en un asiento de inscripción y su tratamiento como finca registral independizada lleva a la apertura de folio también independiente.


Las reglas generales para la inscripción del aprovechamiento urbanístico son las siguientes:


1. Para su inscripción por el Registrador de la Propiedad será necesario que la transmisión o distribución se formalice en escritura pública otorgada por el titular o titulares de las fincas sobre las que se distribuya el aprovechamiento, o que resulten afectadas por la transmisión, así como por los titulares de los derechos inscritos o anotados sobre las mismas y que resulten afectados por la transferencia de aprovechamiento en los términos que establece este artículo.


2. La transmisión o distribución será objeto de inscripción en el folio de la finca a la que el aprovechamiento acrece o entre las que se distribuya, y se hará constar por nota al margen de la última inscripción de dominio de la finca de que proceda.


No obstante ello, se prevén supuestos de apertura de folio independiente en aquellos casos en los que no pueden inscribirse las unidades de aprovechamiento en el folio correspondiente a la finca de que proceden. En su regulación se ha tenido en cuenta la necesidad de mantener siempre el carácter real del folio y el que éste ha de desaparecer forzosamente pues su situación es transitoria, de puente entre otras fincas.


En los asientos que se practiquen se harán constar, además de las circunstancias generales aplicables, las siguientes:

1. Número de unidades de aprovechamiento que corresponden a cada una de las fincas afectadas antes de la transmisión o distribución, especificadas en función de los parámetros sobre edificabilidad y usos que establezca la legislación urbanística aplicable.

2. Cuantía del aprovechamiento transmitido o distribuido en la proporción que se le atribuya en relación al de la finca de destino y cuantía del aprovechamiento a que queda reducida la finca de origen.

3. Determinación de los derechos inscritos de las fincas de origen y de destino que no queden afectados por la transmisión o distribución de aprovechamiento.

4. Determinación de los derechos inscritos que se trasladan en todo o en parte de la finca de procedencia del aprovechamiento transmitido o distribuido a la finca de destino.


La transmisión de unidades de aprovechamiento recibe un tratamiento distintos según se haga coactiva (en cuyo caso ha de estarse a las normas de la expropiación forzosa) o voluntariamente; en este segundo supuesto la regulación introducida ha de tener en cuenta la necesidad de conectar las fincas que se ponen en relación a fin de dar salida a los problemas que pueden plantearse ante la existencia de posibles y complejas situaciones jurídicas sobre cada una de ellas. En la solución ofrecida puede verse el reflejo de la que ya existe en la legislación hipotecaria, cuando regula la anotación preventiva de créditos refaccionarios, distinguiéndose cuotas de valor sobre las que se mantendrá la situación jurídica que existiere sobre la finca originaria. Además, se ha dotado a la inscripción registral de una eficacia superior a la de una inscripción normal, lo que tiene su justificación en el hecho de que nos encontramos ante una situación jurídica no susceptible de contacto posesorio; igualmente se prevé la regulación específica de la coordinación del negocio civil de transferencia con la autorización administrativa o la inscripción en registros administrativos, en cuanto tal requisito se exija por la Administración urbanística.


La razón de ser de esta regulación, una vez publicada la sentencia del Tribunal Constitucional de 20 de marzo de 1997, consiste en que la legislación sobre actuaciones asistemáticas declarada nula por falta de título competencial del Estado, puede ser objeto de nueva regulación por las Comunidades Autónomas, como ha ocurrido en Cantabria y en Andalucía.

7.1.6.- 
Inscripción de las Obras Nuevas (Cap. VI)


El capítulo VI se refiere a las inscripciones de obra nueva cuya regulación legal se encuentra en el artículo 37.2 del texto refundido de 26 de junio de 1992. La regulación establecida responde a la finalidad perseguida con el precepto legal: evitar que nazcan a la vida jurídica unidades inmobiliarias susceptibles de tráfico jurídico que no existen ni podrán existir en el mundo real. No se han alterado los mecanismos a través de los cuales la obra nueva puede acceder al Registro de la Propiedad, pero sí se han determinado los requisitos descriptivos que han de contener las escrituras de dicha clase, puesto que la normativa vigente no los señala.


En concreto se inscribirán los edificios o mejoras de los mismos que por accesión se incorporan a la finca, cuando se ejecuten conforme a la ordenación urbanística aplicable, en virtud de los títulos previstos por la legislación hipotecaria. A tal efecto, deberá constar en los mismos, al menos, el número de plantas, la superficie de parcela ocupada, el total de los metros cuadrados edificados, y, si en el proyecto aprobado se especifica, el número de viviendas, apartamentos, estudios, despachos, oficinas o cualquier otro elemento que sea susceptible de aprovechamiento independiente.


Para inscribir los títulos indicados será necesario el cumplimiento de los siguientes requisitos:


1. Que se acredite la obtención de la licencia que corresponda, salvo que legalmente no fuera exigible.


2. Si el edificio estuviere en construcción, que se acredite por el técnico a que la descripción de la obra nueva, en cuanto a los extremos comprendidos en el artículo anterior, se ajusta al proyecto para el que, en su caso, se obtuvo la licencia.


3. Si el edificio se declarara concluido, el certificado deberá acreditar, además de lo previsto en los números anteriores, que la obra ha finalizado y que se ajusta, en cuanto a dichos extremos, al proyecto correspondiente.


Además se regulan otros extremos, como la posibilidad de licencias obtenidas por acto administrativo presunto, la constancia de la terminación de la obra en construcción, las consecuencias que pudieran producirse en el supuesto de que dicha terminación no se reflejara en el Registro de la Propiedad, la inscripción de construcciones respecto de las cuales no cabe adoptar medidas de disciplina urbanística, la necesidad de conectar las declaraciones de obra nueva con, en su caso, las constituciones de regímenes de propiedad horizontal y la colaboración de los Registradores de la Propiedad con las autoridades urbanísticas.

7.1.7.-Anotaciones Preventivas dictadas en procedimiento administrativo de disciplina urbanística (Cap. VII).

Se regulan las anotaciones preventivas decretadas en procedimiento administrativo. Una de las finalidades perseguidas en la nueva normativa ha sido la de lograr que el Registrador de la Propiedad pudiera ser un eficaz cooperante en materia de disciplina urbanística sin que se desvirtuara su función. Es por ello que aunque la  incoación de expedientes sancionadores o de incumplimiento de obligaciones de esta naturaleza puedan acceder al Registro mediante anotación preventiva, ello será sólo posible en cuanto la infracción o el incumplimiento tengan directa repercusión sobre las fincas, por lo que no podrán acceder aquellos expedientes que sólo persiguen la imposición de una sanción económica, para lo que se prevé que pueda solicitarse una anotación preventiva de embargo. La regulación de estas anotaciones preventivas se ha hecho especificando el título para practicarlas, su duración, prórroga, cancelación y eficacia.


En concreto se prevén dos tipos de anotaciones:


a) Anotación preventiva de incoación de expedientes de disciplina urbanística.


La Administración legalmente competente, con el fin de asegurar el resultado de los expedientes de disciplina urbanística y la reposición de los bienes afectados al estado que tuvieren con anterioridad a la infracción, podrá acordar que se tome anotación preventiva de la incoación de dichos expedientes. La anotación sólo podrá practicarse sobre la finca en que se presuma cometida la infracción o incumplida la obligación de que se trate en cada caso.


La anotación practicada tendrá un plazo de duración de cuatro años y podrá prorrogarse por un año más a instancia de la Administración que la hubiere solicitado.


b) Anotación de embargo en caso de sanción económica.


En los expedientes que puedan dar lugar a la imposición de una sanción económica, la Administración actuante podrá solicitar la práctica de anotación preventiva de embargo, conforme a lo establecido en la legislación para el apremio a favor de la Hacienda Pública. En el caso de que se practicare la anotación a favor de una entidad urbanística colaboradora, será requisito previo que se acredite la constitución de la misma. Los efectos de la anotación preventiva de embargo se producirán desde su propia fecha, aunque previamente se hubiere practicado anotación preventiva de incoación de expediente de disciplina urbanística. 

7.1.8.- Anotaciones Preventivas dictadas en proceso contencioso-administrativo (Cap. VIII).

Cumple la misma finalidad que los vistos en el apartado anterior. Se podrá practicar a instancia de la Administración actuante o de los particulares.


Cuando acceda al Registro, a instancia de los particulares, la interposición de recurso contencioso-administrativo que pretenda la anulación de instrumentos de planeamiento, de instrumentos de ejecución del mismo o de licencias. La anotación preventiva en estos casos ha de estar rodeada de las necesarias cautelas a fin de evitar que la actuación pública se resintiere injustificadamente; por ello se establece en el capítulo VIII el que los Tribunales deban exigir caución adecuada. Por lo demás, en cuanto a la práctica de asientos derivados de la anotación preventiva, se ha tenido en cuenta la posible confluencia de distintos órdenes jurisdiccionales.


Podrá ser solicitada con la interposición o después se practicará en virtud de mandamiento judicial en el que se consigne literalmente la resolución dictada y que se ha prestado, en su caso, la caución correspondiente.


La duración, prórroga y las demás cuestiones no especialmente previstas en el presente capítulo, se regirán por lo establecido en la legislación hipotecaria para la anotación preventiva de demanda.

7.1.9.- Notas Marginales (Cap. IX).

El capítulo IX se refiere a las notas marginales. No se trata de regular cualesquiera de las  manifestaciones de este asiento en la materia urbanística, puesto que a lo largo del texto existe ya una profusa referencia a las mismas. El capítulo desarrolla el artículo 307.4 del texto refundido de 1992 que posibilita el acceso al Registro de las condiciones especiales de concesión de licencias, condiciones que sólo podrán reflejarse cuando las mismas hayan de cumplirse directamente sobre la finca sobre la que la licencia se concede. 


Igualmente se regula la nota marginal de la declaración de ilegalidad de la licencia de edificación, de concesión de licencias para obras y usos provisionales y la nota marginal acreditativa de la adquisición del aprovechamiento urbanístico.


Salvo que expresamente se establezca otra cosa, las notas marginales reguladas en el presente Decreto tendrán vigencia indefinida.


Tales notas no surtirán otro efecto que el de dar a conocer, a quien consulte el contenido del Registro de la Propiedad, la situación urbanística de la finca en el momento a que se refiera el título que las origine, salvo los casos en que la legislación aplicable prevea un efecto distinto.

7.1.10.-Inscripción de actos de parcelación (Cap X).

Como indica el propio Decreto, se ha tenido en cuenta la existencia de distintas normas urbanísticas materiales en diferentes Comunidades Autónomas, por lo que los artículos son estrictamente tabulares dejando a aquellas normas las cuestiones de fondo; ello significa que la aplicación de las soluciones hipotecarias -únicas y uniformes- dependerán, en gran medida, de la previa aplicación de las diversas regulaciones sustantivas autonómicas, sobre todo en lo que se refiere a sus propios criterios en materia de parcelación. Por otra parte, es una regulación que tiene en cuenta, simultáneamente, la necesaria labor de policía administrativa en la represión del ilícito, de cualquier tipo que éste sea, y la seguridad del tráfico inmobiliario, que se refleja básicamente en la exactitud del Registro.


En concreto se indica que los Registradores de la Propiedad exigirán para inscribir la división o segregación de terrenos, que se acredite el otorgamiento de la licencia que estuviese prevista por la legislación urbanística aplicable, o la declaración municipal de su innecesariedad, que deberá testimoniarse literalmente en el documento.


Regulándose, además, determinados supuestos especiales como finca inferiores a la parcela de cultivo, parcela indivisible urbanísticamente o división de parcelas edificadas.

7.1.11.- Inscripción de transmisiones sujetas a tanteo y retracto (Cap. XI).

Se establece que cuando en el planeamiento general municipal, o en expediente tramitado especialmente a tal efecto, se hubieren delimitado áreas comprensivas de terrenos o de viviendas que hayan de quedar sujetas a derecho de tanteo o de retracto conforme a lo dispuesto en la legislación urbanística, el Ayuntamiento remitirá a los Registradores de la Propiedad, a cuyo distrito hipotecario corresponda total o parcialmente dicha área, copia certificada del Acuerdo de delimitación de la misma y de los planos que reflejen dicha delimitación, así como relación detallada de las calles o sectores comprendidos en aquellas áreas y de los propietarios y bienes concretos afectados, en cuanto tales datos obren en poder del Ayuntamiento y el Registrador lo hará constar por nota al margen de la última inscripción de dominio de las fincas.


En estos casos los títulos de transmisión onerosa de terrenos o viviendas deberá contener las siguientes circunstancias:


1. Declaración expresa de las partes, bajo la responsabilidad del orden que proceda, de que el terreno o vivienda transmitido, según los casos, se halla o no incluido en área de tanteo y retracto.


2. Si la declaración fuere positiva, que se han llevado a efecto las notificaciones a la administración titular de dichos derechos.

7.1.12.- Régimen de venta forzosa (Cap. XII).

De la inclusión de una finca en el Registro Administrativo de Solares y Terrenos sin urbanizar se tomará nota al margen de su última inscripción de dominio por el Registrador de la Propiedad, conforme a las siguientes reglas:


1. El título inscribible será el certificado en el que se contenga la transcripción literal del acuerdo de la inclusión de la finca en el Registro Administrativo de Solares y Terrenos sin Urbanizar, por el que la Administración competente solicite expresamente la práctica de la nota y en el que se haga constar que ha sido notificado el titular registral.


2. Cuando el procedimiento de inclusión hubiere sido incoado a instancia de persona distinta de la Administración, la nota se practicará en virtud de solicitud de ésta, acompañada del certificado a que se refiere el apartado anterior.


3. En la nota harán constar los datos de inscripción en el Registro Administrativo y la causa de la inclusión en el mismo de la finca sometida a venta forzosa.


4. La nota se cancelará en virtud de certificación de la que resulte la cancelación del asiento practicado en el Registro Administrativo o por caducidad, transcurridos tres años desde su fecha, si no se hubiere practicado asiento alguno sobre la finca relativo a la prórroga de la nota o a algún acto correspondiente al procedimiento de venta forzosa.


La resolución administrativa firme por la que se declare el incumplimiento de los deberes urbanísticos que motivaron la inclusión de la finca en el Registro administrativo, con aplicación del régimen de venta forzosa, se hará constar por nota en el Registro de la Propiedad, al margen de la última inscripción de dominio de la finca. Dicha nota se practicará en virtud de certificación literal del acuerdo, que deberá ser remitida al Registro de la Propiedad por la Administración actuante. El Registrador, simultáneamente a la práctica de la nota, expedirá certificación de dominio y cargas de la finca. Asimismo, cuando la resolución administrativa que hubiere provocado la inclusión de la finca en el Registro Administrativo, acordase la venta forzosa, el Registrador, simultáneamente a la práctica de la nota, expedirá la certificación a que se refiere este artículo.


La inscripción de la adjudicación en procedimiento de venta forzosa se sujetará a las siguientes reglas:


1. El título inscribible será la certificación administrativa del acuerdo de resolución del concurso a favor del adjudicatario, acompañada del acta de ocupación, y en la que se hará constar:

a) El pago del precio satisfecho por el adjudicatario del concurso a los titulares del dominio de la finca o de otros derechos inscritos con anterioridad a la fecha de la nota a que se refiere el artículo anterior, o la consignación del mismo en el caso de que, debidamente citados, no hubieren comparecido en el expediente. También se hará constar el pago de las cantidades a que tenga derecho la Administración actuante, según la legislación urbanística aplicable.

b) La especificación literal de las condiciones del concurso.


2. La inscripción de la finca se practicará, libre de cargas, a favor del adjudicatario del concurso, que tendrá el carácter de beneficiario.


Por último, el presente Real Decreto, en su Disposición Derogatoria, indica que quedan derogadas todas las disposiciones contenidas en el Reglamento de Gestión Urbanística de 25 de agosto de 1978, en cuanto se refieran al acceso al Registro de la Propiedad de actos de naturaleza urbanística. Asimismo quedan derogadas todas las disposiciones del Reglamento de Parcelaciones y Reparcelaciones del Suelo afectado por Planes de Ordenación Urbana, de 7 de abril de 1966, y del Reglamento de Edificación Forzosa y Registro Municipal de Solares, declarados en vigor por el Real Decreto 304/1993, de 23 de febrero, en cuanto contengan referencias al Registro de la Propiedad.

7.2.- ARTICULADO DEL DECLARADO VIGENTE DEL REAL DECRETO LEGISLATIVO 1/92.

CAPÍTULO III

Elaboración y aprobación

de los Planes

Sección 2.a
Iniciativa y colaboración
en el planeamiento

Art. 104.  Planes de iniciativa particular.—

3.  Si hubieren obtenido la previa autorización del Ayuntamiento, les serán facilitados por los Organismos públicos cuantos elementos informativos precisaren para llevar a cabo la redacción y podrán efectuar en fincas particulares las ocupaciones necesarias para la redacción del Plan con arreglo a la Ley de Expropiación Forzosa.

Sección 3.a
Competencia y procedimiento

Art. 113.  Tramitación de los Planes Directores Territoriales de Coordinación.—1

2.  En todo caso, deberá asegurarse el trámite de información pública y de audiencia a la Administración del Estado en aquellos aspectos que sean de su competencia, y a las Entidades locales afectadas.

Art. 124.  Publicación.—1.  Los acuerdos de aprobación definitiva de todos los instrumentos de planeamiento se publicarán en el «Boletín Oficial» correspondiente.

3.  Respecto a las normas urbanísticas y ordenanzas en ellos contenidas se estará a lo dispuesto en la legislación aplicable.

CAPÍTULO IV

Efectos de la aprobación

de los planes

Art. 133.  Publicidad de los Planes.—Los Planes, Normas Complementarias y Subsidiarias, Programas de Actuación Urbanística, Estudios de Detalle y Proyectos, con sus normas, ordenanzas y catálogos serán públicos, y cualquier persona podrá, en todo momento, consultarlos e informarse de los mismos en el Ayuntamiento del término a que se refieran.

Art. 134.  Obligatoriedad de los Planes.—1.  Los particulares, al igual que la Administración, quedarán obligados al cumplimiento de las disposiciones sobre ordenación urbana contenidas en la legislación urbanística aplicable y en los Planes, Programas de Actuación Urbanística, estudios de detalle, proyectos, normas y ordenanzas aprobadas con arreglo a la misma.

Art. 136.  Usos y obras provisionales.—1. .

2.  El arrendamiento y el derecho de superficie de los terrenos a que se refiere el párrafo anterior, o de las construcciones provisionales que se levanten en ellos, estarán excluidos del régimen especial de arrendamientos rústicos y urbanos, y, en todo caso, finalizarán automáticamente con la orden del Ayuntamiento acordando la demolición o desalojo para ejecutar los proyectos de urbanización. En estos supuestos no resultará aplicable lo establecido en la disposición adicional cuarta.

Art. 137.  Edificios fuera de ordenación.—1

5.  En los supuestos del número anterior, los arrendatarios tendrán el derecho de retorno en los términos previstos en la disposición adicional cuarta de esta Ley. 

CAPÍTULO V

De las normas de aplicación directa

Art. 138.  Adaptación al ambiente.—Las construcciones habrán de adaptarse, en lo básico, al ambiente en que estuvieran situadas, y a tal efecto:

b) En los lugares de paisaje abierto y natural, sea rural o marítimo, o en las perspectivas que ofrezcan los conjuntos urbanos de características histórico-artísticas, típicos o tradicionales, y en las inmediaciones de las carreteras y caminos de trayecto pintoresco, no se permitirá que la situación, masa, altura de los edificios, muros y cierres, o la instalación de otros elementos, limite el campo visual para contemplar las bellezas naturales, rompa la armonía del paisaje o desfigure la perspectiva propia del mismo.

CAPÍTULO II

Actuación mediante unidades

de ejecución

Art. 154.  Distribución justa de beneficios y cargas.—1.  Los deberes y cargas 

Sección 2.a
Sistema de compensación

Art. 159.  Junta de Compensación y transmisión de terrenos.—

4.  Las transmisiones de terrenos que se realicen como consecuencia de la constitución de la Junta de Compensación por aportación de los propietarios de la unidad de ejecución, en el caso de que así lo dispusieran los Estatutos, o en virtud de expropiación forzosa, y las adjudicaciones de solares que se efectúen a favor de los propietarios miembros de dichas Juntas y en proporción a los terrenos incorporados por aquéllos, estarán exentas, con carácter permanente, si cumplen todos los requisitos urbanísticos, del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, y no tendrán la consideración de transmisiones de dominio a los efectos de la exacción del Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana. Cuando el valor de los solares adjudicados a un propietario exceda del que proporcionalmente corresponda a los terrenos aportados por el mismo, se girarán las liquidaciones procedentes en cuanto al exceso.

Sección 3.a
Sistema de cooperación

Art. 168.  Extinción o transformación de derechos y cargas.—1.  Cuando no tenga lugar la subrogación real, el acuerdo aprobatorio de la reparcelación producirá la extinción de los derechos reales y cargas constituidos sobre la finca aportada, corriendo a cargo del propietario que la aportó la indemnización correspondiente, cuyo importe se fijará en el mencionado acuerdo.

2.  En los supuestos de subrogación real, si existiesen derechos reales o cargas que se estimen incompatibles con el planeamiento, el acuerdo aprobatorio de la reparcelación declarará su extinción y fijará la indemnización correspondiente a cargo del propietario respectivo.

3.  Existiendo subrogación real y compatibilidad con el planeamiento urbanístico, si la situación y características de la nueva finca fuesen incompatibles con la subsistencia de los derechos reales o cargas que habrían debido recaer sobre ellas, las personas a que estos derechos o cargas favorecieran podrán obtener su transformación en un derecho de crédito con garantía hipotecaria sobre la nueva finca, en la cuantía en que la carga fuera valorada. El Registrador de la Propiedad que aprecie tal incompatibilidad lo hará constar así en el asiento respectivo. En defecto de acuerdo entre las partes interesadas, cualquiera de ellas podrá acudir al Juzgado competente del orden civil para obtener una resolución declarativa de la compatibilidad o incompatibilidad y, en este último caso, para fijar la valoración de la carga y la constitución de la mencionada garantía hipotecaria.

4.  No obstante lo dispuesto en los números 1 y 2, las indemnizaciones por la extinción de servidumbres prediales o derechos de arrendamiento incompatibles con el planeamiento o su ejecución se considerarán gastos de urbanización, correspondiendo a los propietarios en proporción a la superficie de sus respectivos terrenos.

Art. 169.  Inscripción del acuerdo y cargas incompatibles.—Una vez firme en vía administrativa el acuerdo de aprobación definitiva de la reparcelación, se procederá a su inscripción en el Registro de la Propiedad en la forma que se establece en el artículo 310.

Art. 170.  Adjudicaciones de terrenos y supletoriedad de las normas de expropiación forzosa.—1.  Las adjudicaciones de terrenos a que dé lugar la reparcelación cuando se efectúen en favor de los propietarios comprendidos en la correspondiente unidad de ejecución, y en proporción de sus respectivos derechos, estarán exentas, con carácter permanente, si cumplen todos los requisitos urbanísticos, del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, y no tendrán la consideración de transmisiones de domino a los efectos de la exacción del Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana. Cuando el valor de los solares adjudicados a un propietario exceda del que proporcionalmente corresponda a los terrenos aportados por el mismo, se girarán las liquidaciones procedentes en cuanto al exceso.

Art. 183.  Utilidad pública y necesidad de ocupación.—En todo caso, la aprobación del programa de actuación urbanística implicará la declaración de utilidad pública y la necesidad de la ocupación, a efectos de expropiación forzosa, de los terrenos necesarios para el enlace de la zona de actuación con los correspondientes elementos de los sistemas generales.

Art. 204.  Indemnización por ocupación temporal.—1.  Los propietarios afectados por estas ocupaciones tendrán derecho a ser indemnizados en los términos establecidos en el artículo 112 de la Ley de Expropiación Forzosa, por el tiempo que medie desde la ocupación de sus terrenos hasta la aprobación definitiva del instrumento de redistribución correspondiente.

2.  Transcurridos cuatro años desde la ocupación sin que se hubiera producido la aprobación definitiva del mencionado instrumento, los interesados podrán efectuar la advertencia a que se refiere el artículo 202.2, quedando facultados para iniciar el expediente de justiprecio, una vez transcurridos seis meses desde dicha advertencia.

Art. 210.  Bienes de dominio público y expropiación.—1.  Cuando en la superficie objeto de expropiación existan bienes de dominio público y el destino de los mismos según el planeamiento sea distinto del que motivó su afectación o adscripción al uso general o a los servicios públicos, se seguirá, en su caso, el procedimiento previsto en la legislación reguladora del bien correspondiente para la mutación demanial o desafectación, según proceda.

2.  Las vías rurales que se encuentren comprendidas en la superficie objeto de expropiación se entenderán de propiedad municipal, salvo prueba en contrario. En cuanto a las vías urbanas que desaparezcan se entenderán transmitidas de pleno derecho al Organismo expropiante y subrogadas por las nuevas que resulten del planeamiento.

Art. 211.  Constitución de servidumbres.—1. 

3.  Los actos administrativos de constitución, modificación o extinción forzosa de servidumbres serán inscribibles en el Registro de la Propiedad, en la forma prevista para las actas de expropiación.

Art. 213.  Modalidades de gestión de la expropiación.—1.   Las Entidades locales podrán promover, para la gestión de las expropiaciones, las modalidades asociativas con otras Administraciones Públicas o particulares, de conformidad con la legislación de régimen local y urbanística.

2.  Para el mejor cumplimiento de la finalidad expresada en el número anterior, podrán igualmente encomendar el ejercicio de la potestad expropiatoria a otras Administraciones Públicas.

3.  Lo dispuesto en los números anteriores se entenderá sin perjuicio de las facultades reconocidas expresamente por Ley a determinados entes públicos en materia expropiatoria.

Art. 214.  Beneficiario de la expropiación.—Tendrán la consideración de beneficiarios de la expropiación las personas naturales o jurídicas subrogadas en las facultades del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las Entidades locales para la ejecución de Planes u obras determinadas.

Art. 222.  Pago del justiprecio.—1.  Las actuaciones del expediente se seguirán con quienes figuren como interesados en el proyecto de delimitación, redactado conforme a la Ley de Expropiación Forzosa o acrediten, en legal forma, ser los verdaderos titulares de los bienes de derechos en contra de lo que diga el proyecto. En el procedimiento de tasación conjunta, los errores no denunciados y justificados en la fase de información pública no darán lugar a nulidad o reposición de actuaciones, conservando no obstante, los interesados su derecho a ser indemnizados en la forma que corresponda.

2.  Llegado el momento del pago del justiprecio sólo se procederá a hacerlo efectivo, consignándose en caso contrario, a aquellos interesados que aporten certificación registral a su favor, en la que conste haberse extendido la nota del artículo 32 del Reglamento Hipotecario o, en su defecto, los títulos justificativos de su derecho, completados con certificaciones negativas del Registro de la Propiedad referidas a la misma finca descrita en los títulos. Si existiesen cargas deberán comparecer los titulares de las mismas.

3.  Cuando existan pronunciamientos registrales contrarios a la realidad podrá pagarse el justiprecio a quienes los hayan rectificado o desvirtuado mediante cualquiera de los medios señalados en la legislación hipotecaria o con acta de notoriedad tramitada conforme al artículo 209 del Reglamento Notarial.

Art. 224.  Adquisición libre de cargas.—1.  Finalizado el expediente expropiatorio, y una vez levantada el acta o actas de ocupación con los requisitos previstos en la legislación general de expropiación forzosa, se entenderá que la Administración ha adquirido, libre de cargas, la finca o fincas comprendidas en el expediente.

2.  La Administración será mantenida en la posesión de las fincas, una vez inscrito su derecho, sin que quepa ejercitar ninguna acción real o interdictal contra la misma.

3.  Si con posterioridad a la finalización del expediente, una vez levantada el acta de ocupación e inscritas las fincas o derechos en favor de la Administración, aparecieren terceros interesados no tenidos en cuenta en el expediente, éstos conservarán y podrán ejercitar cuantas acciones personales pudieren corresponderles para percibir el justiprecio o las indemnizaciones expropiatorias y discutir su cuantía.

4.  En el supuesto de que una vez finalizado totalmente el expediente aparecieren fincas o derechos anteriormente inscritos no tenidos en cuenta, la Administración expropiante, de oficio o a instancia de parte interesada o del propio Registrador, solicitará de éste que practique la cancelación correspondiente. Los titulares de tales fincas o derechos deberán ser compensados por la Administración expropiante, que formulará un expediente complementario con las correspondientes hojas de aprecio, tramitándose según el procedimiento que se haya seguido para el resto de las fincas, sin perjuicio de que tales titulares puedan ejercitar cualquier otro tipo de acción que pudiera corresponderles.

5.  Si el justiprecio se hubiera pagado a quien apareciere en el expediente como titular registral la acción de los terceros no podrá dirigirse contra la Administración expropiante si éstos no comparecieron durante la tramitación, en tiempo hábil.

TÍTULO VII

Intervención administrativa

en la edificación y uso del suelo,

y disciplina urbanística

CAPÍTULO PRIMERO

Intervención en la edificación

y uso del suelo

Sección 1.a
Licencias

Art. 242.  Actos sujetos a licencia.—1.  Todo acto de edificación requerirá la preceptiva licencia municipal.

6.  En ningún caso se entenderá adquiridas por silencio administrativo licencias en contra de la legislación o del planeamiento urbanístico.

Art. 243.  Competencia.—1.  La competencia para otorgar las licencias corresponderá a las Entidades locales, de acuerdo con su legislación aplicable.

2.  Toda denegación de licencia deberá ser motivada.

Art. 244.  Actos promovidos por Administraciones públicas.—

2.  Cuando razones de urgencia o excepcional interés público lo exijan, el Ministro competente por razón de la materia podrá acordar la remisión al Ayuntamiento correspondiente del proyecto de que se trate, para que en el plazo de un mes notifique la conformidad o disconformidad del mismo con el planeamiento urbanístico en vigor.

En caso de disconformidad, el expediente se remitirá por el Departamento interesado al Ministro de Obras Públicas y Transportes, quien lo elevará al Consejo de Ministros, previo informe sucesivo del órgano competente de la Comunidad Autónoma, que se deberá emitir en el plazo de un mes, y de la Comisión Central del Territorio y Urbanismo. El Consejo de Ministros decidirá si procede ejecutar el proyecto, y en este caso, ordenará la iniciación del procedimiento de modificación o revisión del planeamiento, conforme a la tramitación establecida en la legislación urbanística.

3.  El Ayuntamiento podrá en todo caso acordar la suspensión de las obras a que se refiere el número 1 de este artículo cuando se pretendiesen llevar a cabo en ausencia o en contradición con la notificación, de conformidad con el planeamiento y antes de la decisión de ejecutar la obra adoptada por el Consejo de Ministros, comunicando dicha suspensión al órgano redactor del proyecto y al Ministro de Obras Públicas y Transportes, a los efectos prevenidos en el mismo.

4.  Se exceptúan de esta facultad las obras que afecten directamente a la defensa nacional, para cuya suspensión deberá mediar acuerdo del Consejo de Ministros, previa propuesta del Ministro de Obras Públicas y Transportes, a solicitud del Ayuntamiento competente e informe del Ministerio de Defensa.

Sección 2.a
Deber de conservación, órdenes
de ejecución de obras y ruina

Art. 245.  Deber de conservación.—1.  Los propietarios de terrenos, urbanizaciones de iniciativa particular y edificaciones deberán mantenerlos en las condiciones y con sujeción a las normas señaladas en el artículo 21.1.

Art. 246.  Ordenes de ejecución por motivos turísticos o culturales.—

2.  Las obras se ejecutarán a costa de los propietarios si se contuvieren en el límite del deber de conservación que les corresponde, y con cargo a fondos de la Entidad que lo ordene cuando lo rebasare para obtener mejoras de interés general.

Art. 255.  Medios de restauración del orden urbanístico en zonas verdes, suelo no urbanizable protegido o espacios libres.—

2.  Las licencias u órdenes que se otorgaren con infracción de la zonificación o uso urbanístico de las zonas verdes o espacios libres previstos en los planes serán nulas de pleno derecho. Mientras las obras estuvieren en curso de ejecución se procederá a la suspensión de los efectos de la licencia y la adopción de las demás medidas previstas en el artículo 253. Si las obras estuvieren terminadas, se procederá a su anulación de oficio por los trámites previstos en el artículo 109 de la Ley de Procedimiento Administrativo.

Art. 258.  Indivisibilidad de parcelas.—
2.  Los Notarios y Registradores de la Propiedad harán constar en la descripción de las fincas su cualidad de indivisible, en su caso.

3.  Al otorgarse licencia de edificación sobre una parcela comprendida en el apartado d) del número 1, se comunicará al Registro de la Propiedad para su constancia en la inscripción de la finca.

Art. 259.  Régimen de las parcelaciones.—

3.  Los Notarios y Registradores de la Propiedad exigirán para autorizar e inscribir, respectivamente, escrituras de división de terrenos, que se acredite el otorgamiento de la licencia o la declaración municipal de su innecesariedad, que los primeros deberán testimoniar en el documento.

Art. 274.  Infracciones constitutivas de delito o falta.—Cuando con ocasión de los expedientes administrativos que se instruyan por infracción urbanística aparezcan indicios del carácter de delito o falta del propio hecho que motivó su incoación, el órgano competente para imponer la sanción lo pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal, a los efectos de exigencia de las responsabilidades de orden penal en que hayan podido incurrir los infractores, absteniéndose aquél de proseguir el procedimiento sancionador mientras la autoridad judicial no se haya pronunciado. La sanción penal excluirá la imposición de sanción administrativa sin perjuicio de la adopción de medidas de reposición a la situación anterior a la comisión de la infracción.

TÍTULO VIII

Instrumentos de intervención

en el mercado del suelo

CAPÍTULO PRIMERO

Patrimonio Municipal del Suelo

Sección 1.a
Constitución, bienes integrantes
y destino

Art. 276.  Constitución. Patrimonio separado.—1.  Los Ayuntamientos que dispongan de planeamiento general deberán constituir su respectivo Patrimonio Municipal del Suelo, con la finalidad de regular el mercado de terrenos, obtener reservas de suelo para actuaciones de iniciativa pública y facilitar la ejecución del planeamiento.

2.  Los bienes del Patrimonio Municipal del Suelo constituyen un patrimonio separado de los restantes bienes municipales y los ingresos obtenidos mediante enajenación de terrenos o sustitución del aprovechamiento correspondiente a la administración por su equivalente metálico, se destinarán a la conservación y aplicación del mismo.

Art. 280.  Destino.—1.  Los bienes del Patrimonio Municipal del Suelo, una vez incorporados al proceso de urbanización y edificación, deberán ser destinados a la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública o a otros usos de interés social, de acuerdo con el planeamiento urbanístico.

Art. 287.  Derecho de superficie.—

2.  El mismo derecho asiste a los particulares, sin la limitación de destino prevista en el apartado anterior.

3.  El derecho de superficie será transmisible y susceptible de gravamen con las limitaciones que se hubieren fijado al constituirlo y se regirá por las disposiciones contenidas en este capítulo, por el título constitutivo del derecho y, subsidiariamente, por las normas del Derecho privado.

Art. 288.  Procedimiento.—

2.  La constitución del derecho de superficie deberá ser en todo caso formalizada en escritura pública y, como requisito constitutivo de su eficacia, inscribirse en el Registro de la Propiedad.

3.  Cuando se constituyere a título oneroso, la contraprestación del superficiario podrá consistir en el pago de una suma alzada por la concesión o de un canon periódico, o en la adjudicación de viviendas o locales o derechos de arrendamiento de unas u otros, o en varias de estas modalidades a la vez, sin perjuicio de la reversión total de lo edificado al finalizar el plazo que se hubiera pactado al constituir el derecho de superficie.

Art. 289.  Extinción.—1.  El derecho de superficie se extinguirá si no se edifica en el plazo previsto, de conformidad con el artículo 35.1 de esta Ley.

2.  El plazo del derecho de superficie no podrá exceder de setenta y cinco años en el concedido por los Ayuntamientos y demás personas públicas, ni de noventa y nueve en el convenido entre particulares.

3.  Cuando se extinga el derecho de superficie por haber transcurrido el plazo, el dueño del suelo hará suya la propiedad de lo edificado, sin que deba satisfacer indemnización alguna cualquiera que sea el título en virtud del cual se hubiere constituido aquel derecho.

4.  La extinción del derecho de superficie por decurso del término provocará la de toda clase de derechos reales o personales impuestos por el superficiario.

5. Si por cualquier otra causa se reunieran en la misma persona los derechos de propiedad del suelo y los del superficiario, las cargas que recayeren sobre uno y otro derecho continuarán gravándolos separadamente.

TÍTULO IX

Régimen jurídico

CAPÍTULO PRIMERO

Peticiones, actos y acuerdos

Art. 299.  Peticiones.—Las Entidades locales y Organismos urbanísticos habrán de resolver las peticiones fundadas que se les dirijan con arreglo a esta Ley.

Art. 300.  Administración demandada en subrogación.—Las decisiones que adoptaren los órganos autonómicos mediante subrogación se considerarán como actos del Ayuntamiento titular, a los solos efectos de los recursos admisibles.

Art. 301.  Ejecución forzosa y vía de apremio.—1.  Los Ayuntamientos podrán utilizar la ejecución forzosa y la vía de apremio para exigir el cumplimiento de sus deberes a los propietarios, individuales o asociados, y a las empresas urbanizadoras.

2.  Los procedimientos de ejecución y apremio se dirigirán ante todo contra los bienes de las personas que no hubieren cumplido sus obligaciones, y sólo en caso de insolvencia, frente a la Asociación administrativa de propietarios.

3.  También podrán ejercer las mismas facultades, a solicitud de la Asociación, contra los propietarios que incumplieren los compromisos contraídos con ella.

Art. 302.  Revisión de oficio.—Las Entidades locales podrán revisar de oficio sus actos y acuerdos en materia de urbanismo con arreglo a lo dispuesto en los artículos 109 y siguientes de la Ley de Procedimiento Administrativo.

CAPÍTULO II

Acciones y recursos

Art. 303.  Competencias de la jurisdicción contenciosa.—Tendrán carácter jurídico-administrativo todas las cuestiones que se suscitaren con ocasión o como consecuencia de los actos y convenios regulados en la legislación urbanística aplicable entre los órganos competentes de las Administraciones Públicas y los propietarios, individuales o asociados o empresas urbanizables, incluso las relativas a cesiones de terrenos para urbanizar o edificar.

Art. 304.  Acción pública.—1.  Será pública la acción para exigir ante los Organos administrativos y los Tribunales Contencioso-Administrativos la observancia de la legislación urbanística y de los Planes, Programas, Proyectos, Normas y Ordenanzas.

2.  Si dicha acción está motivada por la ejecución de obras que se consideren ilegales, podrá ejercitarse durante la ejecución de las mismas y hasta el transcurso de los plazos establecidos para la adopción de las medidas de protección de la legalidad urbanística.

Art. 305.  Acción ante Tribunales ordinarios.—Los propietarios y titulares de derechos reales, además de lo previsto en el artículo anterior y en el artículo 266, podrán exigir ante los Tribunales ordinarios la demolición de las obras e instalaciones que vulneren lo dispuesto respecto a la distancia entre construcciones, pozos, cisternas, o fosas, comunidad de elementos constructivos u otros urbanos, así como las disposiciones relativas a usos incómodos, insalubres o peligrosos que estuvieren directamente encaminadas a tutelar el uso de las demás fincas.

Art. 306.  Recurso contencioso-administrativo.—1.  Los actos de las Entidades Locales, cualquiera que sea su objeto, que pongan fin a la vía administrativa serán recurribles directamente ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

2.  Los actos de aprobación definitiva de Planes de Ordenación y Proyectos de Urbanización, sin perjuicio de los recursos administrativos que puedan proceder, serán impugnados ante la jurisdicción contencioso-administrativa en los términos prevenidos en el artículo 29 de la Ley Reguladora de dicha jurisdicción.

CAPÍTULO III

Registro de la Propiedad

Art. 307.  Actos inscribibles.—Serán inscribibles en el Registro de la Propiedad:

1.  Los actos firmes de aprobación de los expedientes de ejecución del planeamiento en cuanto supongan la modificación de las fincas registrales afectadas por el Plan, la atribución del dominio o de otros derechos reales sobre las mismas o el establecimiento de garantías reales de la obligación de ejecución o de conservación de la urbanización.

2.  Las cesiones de terrenos con carácter obligatorio en los casos previstos por las Leyes o como consecuencia de transferencias de aprovechamiento urbanístico.

3.  La incoación de expediente sobre disciplina urbanística o de aquéllos que tengan por objeto el apremio administrativo para garantizar el cumplimiento de sanciones impuestas.

4.  Las condiciones especiales de concesión de licencias, en los términos previstos por las leyes.

5.  Los actos de transferencia y gravamen del aprovechamiento urbanístico.

6.  La interposición de recurso contencioso-administrativo que pretenda la anulación de instrumentos de planeamiento, de ejecución del mismo o de licencias.

7.  Las sentencias firmes en que se declare la anulación a que se refiere el número anterior, cuando se concreten a fincas determinadas y haya participado su titular en el procedimiento.

8.  Cualquier otro acto administrativo que, en desarrollo del planeamiento o de sus instrumentos de ejecución modifique, desde luego o en el futuro, el dominio o cualquier otro derecho real sobre fincas determinadas o la descripción de éstas.

Art. 308.  Certificación administrativa.—Salvo en los casos que la legislación establezca otra cosa, los actos a que se refiere el artículo anterior podrán inscribirse en el Registro de la Propiedad mediante certificación administrativa expedida por órgano urbanístico actuante, en la que se harán constar en la forma exigida por la legislación hipotecaria las circunstancias relativas a las personas, los derechos y las fincas a que afecte el acuerdo.

Art. 309.  Clases de asientos.—1.  Se harán constar mediante inscripción los actos y acuerdos a que se refieren los números 1, 2, 7 y 8 del artículo 307, así como el supuesto al que se refiere el artículo 203.5.

2.  Se harán constar mediante anotación preventiva los actos de los números 3 y 6 del artículo 307. Tales anotaciones caducarán a los cuatro años y podrán ser prorrogadas a instancia del órgano urbanístico actuante o resolución del órgano jurisdiccional, respectivamente.

3.  Se harán constar mediante nota marginal los demás actos y acuerdos a que se refiere el artículo 307. Salvo que otra cosa se establezca expresamente, las notas marginales tendrán vigencia indefinida, pero no producirán otro efecto que dar a conocer la situación urbanística en el momento a que se refiera el título que las originara.

Art. 310.  Reparcelación y compensación.—1.  La iniciación del expediente de reparcelación o la afección de los terrenos comprendidos en una unidad de ejecución al cumplimiento de las obligaciones inherentes al sistema de compensación, se harán constar en el Registro por nota al margen de la última inscripción de dominio de las fincas correspondientes.

2.  La nota marginal tendrá una duración de tres años y podrá ser prorrogada por otros tres años a instancia del órgano o Junta que hubiera solicitado su práctica.

3.  La inscripción de los títulos de reparcelación o compensación podrá llevarse a cabo, bien mediante la cancelación directa de las inscripciones y demás asientos vigentes de las fincas originarias, con referencia al folio registral de las fincas resultantes del proyecto, bien mediante agrupación previa de la totalidad de la superficie comprendida en la unida de ejecución y su división en todas y cada una de las fincas resultantes de las operaciones de reparcelación o compensación.

4.  Tomada la nota a la que se refiere el número 1, se producirán los siguientes efectos:

a)  Si el título adjudicare la finca resultante al titular registral de la finca originaria, la inscripción se practicará a favor de éste.

b)  Si el título atribuyere la finca resultante al titular registral de la finca originaria, según el contenido de la certificación que motivó la práctica de la nota, la inscripción se practicará a favor de dicho titular y se cancelarán simultáneamente las inscripciones de dominio o de derechos reales sobre la finca originaria que se hubieren practicado con posterioridad a la fecha de la nota.

c)  En el caso a que se refiere la letra anterior, se hará constar al margen de la inscripción o inscripciones de las fincas de resultado, la existencia de los asientos posteriores que han sido objeto de cancelación, el título que los motivó y su respectiva fecha.

d)  Para la práctica de la inscripción de la finca o fincas de resultado a favor de los adquirentes de la finca originaria bastará la presentación del título que motivó la práctica de asientos cancelados posteriores a la nota, con la rectificación que corresponda y en la que se hagan constar las circunstancias y descripción de la finca o fincas resultantes del proyecto, así como el consentimiento para tal rectificación del titular registral y de los titulares de los derechos cancelados conforme al apartado b). Mientras no se lleve a cabo la expresada rectificación, no podrá practicarse ningún asiento sobre las fincas objeto de la nota marginal a que se refiere la letra c).

5.  El título en cuya virtud se inscribe el proyecto de reparcelación o compensación será suficiente para la notificación de entidades hipotecarias, rectificación de descripciones registrales, inmatriculación de fincas o de excesos de cabida, reanudación del trato sucesivo, y para la cancelación de derechos reales incompatibles, en la forma que reglamentariamente se determine.

DISPOSICIONES ADICIONALES

4.  Realojamiento y retorno.—En la ejecución de actuaciones urbanísticas que requieran el desalojo de los ocupantes legales de inmuebles que constituyan su residencia habitual, se deberá garantizar el derecho de aquéllos al realojamiento, con sujeción a las siguientes reglas:

1.  Cuando se actúe por expropiación, la Administración expropiante o, en su caso, el beneficiario de la expropiación deberán poner a disposición de los ocupantes legales afectados viviendas en las condiciones de venta o alquiler vigentes para las sujetas a régimen de protección pública y superficie adecuada a sus necesidades, dentro de los límites establecidos por la legislación protectora.

3.  En las actuaciones aisladas no expropiatorias, los arrendatarios de las viviendas demolidas tendrán el derecho de retorno regulado en la legislación arrendaticia, ejercitable frente al dueño de la nueva edificación, cualquiera que sea éste. En estos casos, el propietario deberá garantizar el alojamiento provisional de los inquilinos hasta que sea posible el retorno.

6.  Financiación del Patrimonio Municipal del Suelo.—La carga financiera derivada de las operaciones de crédito que las Corporaciones Locales hayan concertado o concierten durante los ejercicios 1992 y 1993 con la finalidad exclusiva de financiar las actuaciones de adquisición de terrenos y bienes para constitución del Patrimonio Municipal del Suelo, destinado a viviendas sometidas a algún régimen de protección pública y demás actuaciones previstas en esta Ley, no se computará a efectos del límite del 25 por 100 a que se refiere el artículo 54 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales. No obstante, si la carga financiera global derivada de la suma de las operaciones vigentes concertadas por la entidad local y de la proyectada excediese del 30 por 100 de los recursos de la misma, tal y como éstos son definidos en el citado artículo, sería necesaria la correspondiente autorización.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

5.  Edificaciones existentes.—1.  Las edificaciones existentes a la entrada en vigor de la Ley 8/1990, de 25 de julio, situadas en suelos urbanos o urbanizables, realizadas de conformidad con la ordenación urbanística aplicable o respecto de las que ya no proceda dictar medidas de restablecimiento de la legalidad urbanística que impliquen su demolición, se entenderán incorporadas al patrimonio de su titular.
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